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			INTRODUCCIÓN

			 

			 

			 

			 

			Lo primero que le debo al lector de estas líneas es una respuesta a dos interrogantes: qué tipo de libro tiene en sus manos y por qué he decidido escribirlo y publicarlo ahora.

			Éste no es un libro de memorias, si por tal se entiende el que cubre un determinado periodo de tiempo y en el que el autor va relatando secuencialmente sus más variadas experiencias y reflexiones con ocasión de la actividad de relieve público que ha protagonizado o en paralelo a ella.

			Éste es un libro sobre la crisis, un libro que se ciñe a los hechos y a la acción de gobierno relacionados con ella. Pero sería inexacto, además de pretencioso, calificarlo como un ensayo porque, aun no siendo un libro de memorias, es un libro con memoria, la de quien dirigía el Gobierno de España cuando la crisis irrumpe y deja sentir sus efectos en los años inmediatamente posteriores. Y esa memoria de la crisis, mi memoria, es la que está aquí reflejada.

			Mi propósito es dar cuenta de mis vivencias, de lo que pasaba por mi cabeza en esa etapa, y de cómo esa experiencia se ha ido sedimentando hasta hoy. Y he procurado hacerlo del modo más completo posible, por dos razones. En primer lugar, para cumplir lo que siento como una cierta obligación democrática de explicación a los ciudadanos, con la libertad que confiere no ostentar ya ninguna responsabilidad pública. Mientras estuve al frente del Gobierno, comparecí en muchas ocasiones en el Parlamento y ante los medios, como estaba obligado a hacer. Ahora con este libro completaría, pues, de algún modo, esa tarea.

			La segunda razón que me ha movido a publicarlo es el deseo de que su contenido pueda resultar útil para quienes, y son muchos (economistas, periodistas, representantes de otras disciplinas...), desean ofrecer un diagnóstico sobre lo que ha ocurrido en el mundo, en Europa y, en particular, en España en estos años, un diagnóstico para el que aún necesitamos, en todo caso, a mi juicio, de una mayor perspectiva, la que tal vez sólo podamos tener cuando la crisis finalmente concluya.

			No ignoro, por supuesto, que, aunque ésas hayan sido mis motivaciones conscientes, sea muy difícil escapar a la tentación de justificarse que normalmente surge cuando alguien escribe sobre uno mismo o sobre las decisiones que ha tomado. Vaya por delante el reconocimiento de esa tentación y lo demás lo dejo al juicio del lector.

			¿Y por qué ahora? ¿Por qué el libro se publica en este momento, no antes ni después? La respuesta es que he preferido que transcurriera un tiempo razonable para decantar mis ideas, pero no tanto como para que pierda utilidad la información que aporto en sus páginas.

			Viví en primera línea, al frente del Gobierno de España, la irrupción de esta crisis en 2008, y después sus diversos giros y consecuencias hasta finales de 2011.

			Soy muy consciente de que en la gestión de la misma recibí duras críticas, no sólo de la oposición política, sino también de amplios sectores sociales. Y mi deber era encajarlas con espíritu democrático.

			La sociedad tiene todo el derecho a exigir a sus gobernantes respuestas, resultados, aciertos... y la explicación más coherente posible del camino que hay que seguir. El impacto de la crisis ha sido tan severo que entendía perfectamente el malestar social creado.

			Durante esa etapa, más de dos millones de personas perdieron su empleo, y muchas familias empezaron a experimentar serias dificultades en sus vidas. Por ello, mi afán era tanto el de intentar reaccionar a cada coletazo de la crisis, y luchar por encontrar la salida, como el de hacer lo posible por preservar la cohesión social y proteger a quienes más lo necesitaban.

			La constante preocupación, la inquietud, y no pocas veces la desazón, estuvieron presentes en mi ánimo durante esos años. A pesar de que me considero una persona con temple, hubo días en que me asaltaban los pensamientos más amargos. Mi fe en la fuerza de la voluntad política se tambaleaba y no me era fácil encontrar la energía suficiente para salir cada día al campo de batalla de los mercados, las cifras, la UE, los medios...

			Hubo momentos muy difíciles. Los peores, cuando me comunicaban los datos del desempleo. Supongo que a cualquier presidente del Gobierno le ocurrirá algo parecido: piensas en los cientos de mujeres y hombres que cada día recibían una fría comunicación de despido. Y te sientes responsable, y entiendes que los ciudadanos te hagan responsable.

			He decidido comenzar este libro por el mes de mayo de 2010. El mes en que hubo que rescatar a Grecia, y que me llevó a tomar medidas inesperadas e impopulares de austeridad. Los hechos que sucedieron en la zona euro en ese mes fueron trascendentales. Hubo un antes y un después para Europa, para España y para mi Gobierno.

			El segundo capítulo se retrotrae al momento de explosión de la crisis en 2008 y a la fuerte reacción inicial de los gobiernos e instituciones internacionales. El capítulo 3 se sitúa en 2009, analizando los gravísimos efectos de la crisis en su fase recesiva, las ayudas y las políticas de estímulo llevadas a cabo para combatirla. Los capítulos siguientes, el 4 y el 5, nos llevan ya al momento posterior a mayo de 2010, en el que los caminos europeos se bifurcan, tanto en el alcance de la crisis como en el tratamiento de ésta. En esos capítulos se abordan los diversos episodios y graves repercusiones de la crisis de deuda de la zona euro.

			Los capítulos 2 y 3 son los antecedentes de 2010, y el 4 y el 5, sus consecuencias.

			Sé que la opción por este orden no estrictamente cronológico comporta un esfuerzo adicional para el lector, que se ve obligado a ir y venir en el tiempo. Pero creo que esta opción es la que más sentido tiene y responde a un hecho que he vivido con frecuencia: siempre que alguien me pregunta por la crisis, empieza interrogándome por mayo de 2010.

			El epílogo cierra el libro intentando hilvanar respuestas a los dilemas que se presentan a lo largo del mismo. Respuestas que incluyen un análisis, el mío, sobre mi propia responsabilidad.
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			DOSCIENTAS SETENTA PALABRAS

			 

			Fueron dos minutos y medio. Doscientas setenta palabras interminables que leí con toda la convicción de que fui capaz. Mientras desgranaba los recortes en el presupuesto, miraba una y otra vez a los diputados de mi grupo, seguramente para encontrar un refugio en sus gestos, para adivinar en ellos una actitud de comprensión. Las caras de los compañeros eran serias, graves y con algún rictus de amargura. Pero no advertí rechazo, más bien resignación.

			Comparecí aquella mañana del 12 de mayo de 2010 en el Parlamento para informar de los acuerdos adoptados tanto en la reunión de los líderes políticos de la zona euro el 7 de mayo como en la de los ministros de Economía europeos el 9 de mayo.

			Eran fechas decisivas para Europa y para España. Los acuerdos de la zona euro para el rescate de Grecia implicaban que varios gobiernos europeos, el español entre ellos, tomaran medidas de recorte en los presupuestos. Medidas duras.

			Son de esos días en que sabes que algo termina, aunque no esté muy claro qué va a comenzar. Intuyes que va a ser difícil para tu formación política, y para ti mismo, pero piensas que haces lo correcto, lo imprescindible para el país.

			Quienes mejor me conocen podían advertir en mi rostro la gravedad real del momento. Estoy seguro de que muchos compañeros se estarían preguntando por mis sentimientos, y algunos de los más afines desearían no haberme visto pasar por ese trance. ¿Dimitir y convocar elecciones era una opción a mi alcance? En ningún momento llegué a considerarlo así. Había que tomar decisiones difíciles, y había que tomarlas ya: hacerlo debía recaer sólo sobre mis espaldas.

			El liderazgo político no me parece concebible de otro modo: quien se lleva los aplausos debe asumir los reveses del devenir político. Es justo e inevitable. No sé si la renuncia hubiera favorecido mi imagen o la de mi partido, pero estoy seguro de que no era conveniente para España.

			Viví una gran paradoja. A partir de aquel mayo de 2010, a medida que notaba mayor apoyo de los líderes europeos y generaba más confianza en los grandes inversores internacionales, perdía popularidad entre mis compatriotas. Y, como es fácil de entender, no era una paradoja fácil de sobrellevar. No lo era en cuanto que revelaba la brecha de distanciamiento e incomprensión que se abría con los ciudadanos, cuyos intereses creía, de verdad y tal vez más que nunca en mi ánimo, seguir defendiendo, aunque ahora en un escenario mucho más complicado y perentorio.

			Me afectaba esa incomprensión. Consciente o inconscientemente, me aferraba a la ética de la responsabilidad weberiana para inyectar dosis de justificación a mis decisiones. Hacía lo que tenía que hacer, lo que yo creía que había que hacer, aunque ello defraudara las expectativas depositadas en mí durante años por muchas personas, en particular en el ámbito de la izquierda. Sus anhelos y mis anhelos. Y sabía bien que ese dilema en el que estaba atrapado no iba a tener, en último término, más respuesta que la que le confiere la democracia. Si la desconfianza hacia la acción de un Gobierno se convierte en mayoritaria, los ciudadanos tienen la oportunidad de elegir uno nuevo. Incluso aunque la realidad anticipe que no es probable que las cosas cambien simplemente porque cambie el equipo que salta a la cancha.

			En democracia, los ciudadanos deben ser exigentes con sus gobernantes, y en tiempos de dificultades las apelaciones a la responsabilidad de evitar un mal mayor para justificar medidas que limitan expectativas vitales de la sociedad suelen valer de poco. Es así, y en épocas de fuerte malestar aún más.

			Lo cierto es que, desde mayo de 2010, tuve que renunciar prácticamente a la batalla competitiva en el escenario partidario de nuestro país.

			Y no sólo porque sabía que iba a ser muy difícil ganarla, sino porque mi tarea esencial iba a consistir, a través de una larga maratón poblada de obstáculos, en evitar que España tuviera que pedir ayuda financiera o, lo que es lo mismo, que tuviéramos que ser rescatados e intervenidos.

			Pensando en mi país, siempre temí que la caída en un rescate nos devolviera a un estado de ánimo colectivo parecido al sentimiento del noventa y ocho. Otra vez en nuestra historia un «no podemos». Otra vez los demonios de nuestro atormentado pasado..., después de más de tres décadas demostrando al mundo, y a nosotros mismos, que éramos capaces de convivir en libertad y progresar como pocos países de la Tierra.

			Para la generación a la que pertenezco, que llega a la mayoría de edad a la vez que la democracia, que vincula el orgullo de ser español con la capacidad de autogobernarnos y de hacer las cosas como los mejores, la idea de perder parte de nuestra soberanía, de nuestra aptitud para ordenar la economía, podía ser una pesadilla. Una pesadilla fría y pesada, una especie de ironía maléfica de la historia.

			La generación de la democracia afrontaba el peor momento de nuestro tiempo como país libre. La generación mejor formada de nuestra historia se hallaba en un laberinto inédito para recuperar el futuro.

			¡Qué paradoja, qué contradicción más difícil de digerir, de racionalizar, de asumir! Quien había vivido como presidente la tasa de paro más baja de la historia veía cómo se destruía empleo como nunca en nuestro país. Quien había tenido tres años de superávit veía cómo llegábamos al mayor déficit público de la democracia. Y quien había gobernado con el proceso de inmigración más grande jamás conocido en España presentía un nuevo ciclo de emigración española. Todo esto en un periodo de apenas algo más de un año.

			Repasando la historia —yo lo hacía entonces a menudo— se podía comprobar fácilmente que incluso las naciones más poderosas del mundo han vivido crisis gravísimas. Políticas por supuesto, pero también económicas. Bastaba con volver la mirada al siglo XX: las naciones más fuertes vivieron grandes convulsiones y retrocesos económicos. Es cierto que en muchos casos se correspondían con momentos prebélicos y posbélicos. Como les había ocurrido a Estados Unidos, Alemania, Inglaterra, Francia, Italia..., pero también a los admirados países nórdicos: Suecia y Finlandia. Y en Asia, los grandes países tampoco se habían librado de graves recesiones, casi siempre vinculadas a crisis financieras, como la crisis asiática de los noventa o la larga crisis de más de dos siglos de la potencia emergente que marca hoy el ritmo en el mundo, el gigante chino.

			Me preguntaba a mí mismo si mirar hacia atrás y a otras naciones no era una forma de justificarme. De buscar un asidero que me permitiera fortalecerme y comprender lo que sucedía, ensanchar y poner perspectiva a mi percepción de la realidad. Pero ¡qué diferente es leer e interpretar la historia a vivir el presente! En el primer caso, se tiende a ver en la sucesión de los acontecimientos una explicación más o menos lógica. Cuando vives las sacudidas de tu tiempo, sin embargo, muchos eventos no tienen una fácil explicación ni parecen responder a una lógica racional. Y, además, pensaba que esto no podía aliviar en nada a las familias que ya atravesaban serias dificultades. Ésa era la gran cuestión, la cuestión para la que no tenía respuestas ni suficientes ni inmediatas, como necesitaban los ciudadanos.

			Pero no cabe duda de que la medida de nuestro carácter como nación se ponía a prueba en nuestra capacidad de levantarnos y volver a empezar. A la larga, ésos son los países que generan confianza. Confianza interna y ante el mundo.

			Sabía que aquella mañana del 12 de mayo no iba a ser precisamente fácil transmitir confianza a los ciudadanos de mi país. Y que esa confianza se la debíamos también a nuestros socios europeos, con los que habíamos adquirido un compromiso al fundar la Unión Monetaria. Un compromiso que, tras el último fin de semana, una vez desencadenada la crisis de deuda en Europa, tenía una dimensión bien concreta: acelerar significativamente nuestro Plan de Consolidación Fiscal. Ese plan que habíamos presentado en enero y que suponía una senda gradual aunque ya exigente de reducción del déficit, el mismo que la Comisión Europea había dado por bueno algunas semanas antes, pero que los acontecimientos sobrevenidos convertían en insuficiente.

			Porque los esfuerzos singulares de los dos países ibéricos eran ahora imprescindibles no sólo por nuestro propio bien, sino también para que se pudiese determinar el plan de apoyo financiero a Grecia. Éste se había aprobado en el Consejo de Asuntos Económicos y Financieros de la UE (Ecofin) de febrero, después de una agria discusión que duró semanas y apremiados por la presión que los mercados habían puesto sobre algunos países de la zona euro, especialmente sobre el país helénico.

			De hecho, y aunque hoy pueda sorprender al recordarlo, cuando se comenzó a representar la tragedia griega, en abril de 2010, nuestra prima de riesgo se movía entre los ochenta y los cien puntos básicos de diferencia con el bono alemán. Y mayo se había abierto con 94 puntos básicos de diferencia. Sin embargo, del 3 al 6 de ese mismo mes, sólo en tres días, pasamos de 94 a 149 puntos básicos de prima. Y todas las alarmas se encendieron sobre la zona euro. Como le comenté entonces a un medio de comunicación, y luego se publicó, Europa vivió aquellos días una especie de ataque como el de Pearl Harbor, pero financiero. Un ataque masivo y por sorpresa que dejaba al descubierto nuestras débiles defensas y nuestros ineficaces sistemas de alerta.

			Y, con todo..., ¡habíamos llegado a los 149 puntos básicos! Una prima de riesgo que habríamos firmado a ciegas si hubiésemos conocido lo que nos iba a deparar el futuro.

			Pero seguramente pocos recuerdan que, en concreto, aquel 12 de mayo, aquel día que reverbera en mi memoria con inusitada fuerza, la prima de riesgo se encontraba en los 99 puntos básicos.

			Prima de riesgo. Prima de riesgo. Tres palabras por las que no me tuve que preocupar, en absoluto, los primeros cuatro años de mi mandato y que se convertirían a partir de mayo de 2010 en una especie de toma de tensión permanente de nuestro país. Sí, es como si a un país le instalaran un monitor Holter financiero, y no por veinticuatro horas, como es habitual en los que miden la presión arterial, sino de forma permanente..., con la única delicadeza de que no se activa en los días no laborables. Desde mayo de 2010 trabajamos con un monitor Holter que medía la presión a la que nos sometían los mercados.

			Esa presión ha sido en algunos momentos muy alta, momentos inducidos siempre por factores exteriores, como demuestra la cronología de los hechos. Esos momentos de subida de tensión eran como amagos de angina de pecho, ante los cuales había que tomar decisiones para contener y rebajar la presión. Al menos en tres ocasiones, desde mayo de 2010, vivimos esa sensación de que nos acercábamos al colapso, de que no podríamos seguir financiándonos como país. De que el latido de nuestro Tesoro, que se había mostrado fuerte y rítmico hasta ese mes de mayo de 2010, pudiera perder su capacidad de irrigar la necesaria financiación al Estado, obligándonos a tener que acudir a una ayuda externa, a una especie de corazón prestado durante un tiempo para cubrir las necesidades financieras de España.

			Acabo de señalar que los episodios de elevación descontrolada de nuestra prima de riesgo obedecieron al impulso de desencadenantes externos, como los diversos «momentos griegos», Irlanda, la cumbre franco-alemana de Deauville, etc. Eso es así, aunque no quiero decir con ello, por supuesto, que no contaran nuestros propios factores de riesgo, como el abultado déficit, la deuda externa de familias y empresas, el crecimiento de la tasa de paro, y las dificultades para la recuperación económica. Lo que ocurre es que la medición de estos factores de riesgo no la realiza un sofisticado aparato neutral, que ni siente ni padece, que no se juega dinero con los registros que anota, sino que interactúa con ellos en su propio beneficio, como hacen los mercados cuando socavan la estabilidad del Tesoro de un país. En el fondo, no deja de ser paradójico que aquellos que elevan la presión sobre nuestra prima de riesgo, con posiciones de venta y desafección, son los que luego determinan la evaluación sobre los efectos de sus propias decisiones, para otorgar mayor o menor grado de solvencia al país. Y lo peor es que, en este mundo abierto y de plena libertad de movimiento de capitales, no cabe recurrir a una segunda opinión o a un tribunal independiente, ni siquiera a un arbitraje.

			Los mismos que antes decidían financiarte prácticamente sin límites porque consideraban que les eras rentable pueden en veinticuatro horas estrangular tus posibilidades de capacidad financiera. Este sistema parece lejos de ser equilibrado y racional. Más allá de la socorrida explicación sobre lo que significa en el mundo de las finanzas la codicia y la aversión al riesgo, todo parece indicar que el modelo perfilado en la Unión Monetaria presenta fallos notables. Aunque todavía más perturbador resulta un modelo de globalización sin una gobernanza mínimamente efectiva.

			Ni Maastricht ni Ámsterdam fueron lo que parecían. Pero, si tenemos honestidad intelectual, debemos reconocer que casi nadie lo pensó o lo dijo en aquel momento. Y, como casi siempre ocurre, la idoneidad de un proyecto político o económico sólo se pone a prueba cuando sobreviene un momento crítico. Y es cuando el edificio no resiste cuando se investiga si falló el arquitecto, o si fue la constructora, o la inspección técnica, o se llega a la conclusión de que el proyecto no se había concebido para resistir un terremoto de un determinado grado en la escala de Richter, que no parecía verosímil que se produjera a tenor de la experiencia de los últimos setenta años. Y que fue, sin embargo, el que se produjo. De modo que, si se hubiera podido prever un terremoto financiero de la magnitud del de 2008, es probable que el euro no hubiese nacido, o no hubiese nacido como nació.

			 

			 

			LA NOCHE ANTERIOR Y LA MAÑANA DEL 12 DE MAYO

			 

			Apenas dormí esa noche del 11 al 12 de mayo de 2010. De madrugada releía el discurso que debía pronunciar en el Congreso. Corregí algún matiz que incorporé al texto a primera hora de la mañana con mi secretaria Gertrudis Alcázar. Era muy temprano, pero Gertru siempre estaba antes de que la necesitara y siempre se iba más tarde del último compromiso. Su entrega al trabajo es sólo comparable con su integridad y buen juicio. El mayor privilegio que alguien puede tener es contar con una colaboradora, más bien compañera, de una dimensión humana como la de ella.

			Para Gertru tampoco debió de ser fácil repasar el discurso. Pero no me dijo nada. No hacía falta.

			Apenas dormí aquella noche. Repasaba mentalmente las medidas y el impacto en quienes se iban a ver afectados por ellas. Los empleados públicos con sus sueldos rebajados. Los pensionistas, que no verían revalorizarse su pensión, salvo los que cobraban las mínimas. Una parte de los beneficiarios de la dependencia, que verían reducidas sus ayudas. Las madres embarazadas, que no percibirían los 2.500 euros...

			Con el paso del tiempo aquellas medidas pueden parecer limitadas, pero en aquel momento se percibieron como un jarro de agua fría, o más bien helada, en nuestra base social. Los titulares lanzaron un mensaje de forma generalizada: «El mayor recorte social de la democracia».

			No eran fáciles de explicar y, por tanto, de defender. Ese recorte lo hacía un Gobierno socialista. Lo hacía un presidente que se había comprometido a mantener y extender el máximo posible la protección social durante la crisis.

			Y qué paradoja, qué dilema tan acuciante. O recortabas, o podías alimentar la espiral de la falta de solvencia, del riesgo sobre el cumplimiento de nuestros compromisos de deuda. No había un camino intermedio. Y en apenas días, casi horas, debías actuar en una intersección en la que tus ideas y compromisos se bifurcaban probablemente de manera irremediable.

			Y qué contradicción para la mayoría de los ciudadanos y especialmente para nuestros votantes. El Gobierno que más había ampliado los derechos sociales y las políticas de igualdad de oportunidades, el Gobierno que más había elevado el gasto social en menor tiempo, se veía abocado a dar un frenazo a la política de la que más orgulloso se sentía: el fortalecimiento del Estado de bienestar.

			La crisis y mayo de 2010 abrieron un debate, por otro lado latente en la sociedad española —o, para ser más precisos, en algunos sectores de la sociedad española—, sobre la viabilidad de nuestro Estado de bienestar, sobre los hipotéticos excesos del gasto social. Algunas de estas voces se sustentan en posiciones ideológicas, pero otras muchas carecen de prejuicios ideológicos, y se basan en la mera convicción intelectual en torno al ideal de eficiencia en el uso de los recursos públicos.

			Aunque sobre este trascendental tema daré mi opinión en la parte final de esta obra, donde intentaré extraer algunas conclusiones, sí quiero avanzar que, mientras la socialdemocracia no ponga encima de la mesa un modelo alternativo a los fundamentos básicos de la visión económica dominante en las últimas décadas, las políticas que expresan el significado de las ideas e ideales progresistas seguirán teniendo, como una de sus principales señas de identidad, la política de redistribución del gasto público, la preocupación por reforzar la red de derechos sociales.

			Si esta ambición dejase de ser la columna vertebral de un proyecto socialdemócrata le quedaría a éste muy poco de su razón de ser. Es más, que el Estado de bienestar o el Estado social dejase de formar parte del corazón europeo sería una refutación histórica de la razón fundacional de la propia Unión.

			Sí, muchas cosas iban a pasar tras ese mes de mayo de 2010. Buena parte de las carpetas ya archivadas desde la Transición se iban a desempolvar. Íbamos a pasar de las grandes certezas sobre nuestro pasado inmediato a crecientes dudas preñadas de ansiedad. De un optimismo aparentemente fundado a un desconcertante pesimismo.

			El recorrido desde la Moncloa hasta la Carrera de San Jerónimo solía durar veinte o veinticinco minutos. Durante ese tiempo normalmente charlaba con el conductor y el jefe de escoltas o releía los documentos que llevaba para las intervenciones. Sin embargo, aquel día mantuve silencio mientras miraba a través de las ventanillas del vehículo a la gente que con aparente tranquilidad caminaba por las calles de Madrid.

			Veía a ciudadanos de toda edad y condición, mujeres y hombres, jóvenes y veteranos, trabajadores y ejecutivos. Recuerdo que intentaba fijarme en sus caras, en sus miradas, para interrogarme sobre cómo se enterarían de lo que iba a decir pocos minutos después y qué efecto produciría en sus expectativas vitales. Me planteaba si cambiaría algo en caso de que pudiese explicarles lo que iba a suceder. Mirar a la gente y saber que de tus decisiones puede depender una parte importante de su futuro supone sentirte íntima y abrumadoramente responsable.

			Era tan consciente de lo que aquella mañana iba a suponer que cerca ya del Congreso se cruzaron en mi cabeza las imágenes de la calle Ferraz de la noche del 14 de marzo de 2004. Aquel grito unánime y joven. Aquel sentimiento de identificación con una tarea nueva. Aquel «¡No nos falles!» que marcó mi arranque como líder del PSOE en el Gobierno de España. ¿Les iba a fallar aquella mañana? No tenía una respuesta clara a este interrogante. Es probable que muchos de los que más de seis años atrás me habían dirigido esa admonición para expresar su apoyo fueran a responder ahora afirmativamente. Les habría fallado. Pero en cualquier caso también sabía que no podía fallar a mi país. Y recordé el juramento como presidente del Gobierno en la Zarzuela del día 12 de abril de 2008: «Prometo fielmente cumplir con las obligaciones del cargo de presidente del Gobierno». Y reconozco que eso me alivió. Porque cumplir con tu obligación como presidente del Gobierno es tu primer compromiso, tu deber prioritario. Y sabía que en ese momento mi obligación era cambiar el paso y dejar de un lado una buena parte de mis aspiraciones, de mis promesas.

			Y con ese último pensamiento llegué al Congreso. El trayecto se me hizo largo. Todo se me hizo largo. Mi discurso. El debate. Y la salida de la Carrera de San Jerónimo, el regreso a la Moncloa. Y la tarde también fue una tarde larga y solitaria, densa y vidriosa.

			 

			 

			HACIA LA TRIBUNA DEL CONGRESO. EL DEBATE

			 

			Solía llegar al Congreso con un margen de tiempo suficiente para estar durante unos minutos en la llamada Zona del Gobierno del Palacio de la Carrera de San Jerónimo, que se encuentra a la derecha al entrar en el Palacio. Hay en esa zona tres despachos y un pasillo largo que conduce a una sala para altos cargos y asesores, que se usa también para celebrar excepcionales Consejos de Ministros cuando el Gobierno decide hacerlo en el Congreso por razones operativas. Uno de los despachos es para el presidente del Gobierno. Allí, unas veces en soledad y otras acompañado por algún ministro o personal del Gabinete, es donde los presidentes se concentran antes de saltar a la cancha del hemiciclo.

			Allí también libré algunas de las negociaciones más arduas en momentos decisivos de la Legislatura, con Duran i Lleida, con Erkoreka o por teléfono con Urkullu. Es un despacho pequeño, apenas caben tres o cuatro personas. Es un espacio por donde no parece que haya pasado el tiempo, ni varios presidentes. Mantiene el mismo mobiliario y los libros que había en la Transición. Es el despacho del presidente del Gobierno en la sede de la soberanía nacional. Es impersonal e inmutable, como si estuviese ahí y así para recordarte la temporalidad del cargo que ocupas, la necesaria sensación de provisionalidad de los cargos elegidos democráticamente.

			Supongo que, como me ocurrió a mí, en aquel despacho todos los presidentes hemos vivido la tensión previa a la salida al hemiciclo. Pero hasta llegar a éste, desde la zona reservada al Gobierno, hay como unos quince metros de distancia. Cuando sales de esa área de uso del Ejecutivo, se «levanta el telón», los periodistas y las cámaras se te acercan, te observan, buscan un gesto, una palabra. En los días de grandes debates no es fácil avanzar esos quince metros. Hay tantos periodistas que, aunque los conoces a todos sobradamente, llegas a confundirlos. En realidad, el debate empieza en esos quince metros de pasillo. Importa la cara que te ven, las personas que te acompañan y cómo te acompañan. Las cámaras y las grabadoras te escrutan, como aparatos de rayos X, en búsqueda de síntomas sobre tu estado y moral de combate. En esos metros también hay diputados que te observan. Si son de tu grupo, te dan ánimos, y si no lo son, suelen mostrarse respetuosos. Finalmente, accedes al hemiciclo y, cuando te sientas en el escaño que te corresponde, un pelotón de fotógrafos se agolpan a dos metros de distancia y disparan sus flashes desde todas las posiciones imaginables, eso sí, bajo la tutela defensiva de dos o tres ujieres de las Cortes.

			Es una sensación extraña que no hace más que intensificar el clima de expectación. Cuanto más trascendente es el debate, más flashes, cámaras, periodistas y gráficos. No es precisamente una manera de distenderse para subir a la tribuna. En esos instantes cada pequeño detalle cuenta y no puedes bajar la guardia de la concentración. A la vez, debes estar pendiente de los compañeros de tu grupo, que suben por la escalera que está a tu derecha hacia sus escaños y te saludan o hacen breves comentarios. Y tienes que responderles con amabilidad y gestos de confianza. Se lo debes. Ellos, escuchándote con atención y mostrándote su apoyo, también van a ser parte importante del debate. Y a todo esto, en tu cabeza y en tu preocupación están el discurso y las posibles réplicas. Por eso, se puede entender que, cuando el presidente del Congreso decide iniciar la sesión y te dispones a subir a la tribuna, experimentes la primera sensación de descanso, como si ya hubieras librado una parte de la batalla sin que ésta haya comenzado aún.

			El presidente Bono siempre buscaba mi mirada cuando me sentaba en el hemiciclo para saludarme con sincera amabilidad. La verdad es que José Bono ha tenido conmigo un comportamiento ejemplar. Allí donde le he visto trabajar de cerca lo ha hecho con entrega y eficacia, y tuvo detalles de cariño que me han ayudado mucho. Le dije en más de una ocasión que, cuando dejáramos nuestras respectivas responsabilidades, disfrutaríamos de la amistad, y así ha sucedido. Quienes creen que la política y la amistad no pueden ir de la mano se equivocan.

			Desde el escaño del presidente del Gobierno, se sitúe éste al lado izquierdo o derecho del banco azul, tu mirada natural se dirige al escaño de enfrente, donde se sienta el líder de la oposición, tu principal contendiente en el hemiciclo.

			Es una extraña situación. Es muy difícil no cruzar la mirada con tu contrincante. A veces tratas deliberadamente de esquivarla, y en otras ocasiones, casual o conscientemente, te encuentras con ella. Son apenas décimas de segundo. Un momento enojoso, creo, para ambos. Me atrevo a pensar que, al igual que me sucedía a mí, a todos los presidentes y a quienes han sido líderes de la oposición les ha pasado algo parecido por la cabeza en ese instante de recíproco escrutinio inmediatamente antes de la batalla. Esta situación de estar sentados los dos frente a frente, y a punto de arrancar el duelo dialéctico, no tiene parangón con ninguna de las sensaciones que se pueden vivir en los distintos escenarios en los que se ejerce el liderazgo político. Casi sólo con esa mirada ya puedes adivinar el tono de mayor o menor dureza que va a emplear tu oponente unos minutos después.

			Sin embargo, cuando ya estás en la tribuna y te diriges al líder de la oposición, la mirada que le lanzas es completamente diferente. No es incierta o tentativa. No es ya personal, es decididamente política. Trata de reflejar seguridad, convicción, a veces desafío. Y si es así, quien te escucha tratará de mostrar que no se siente verdaderamente interpelado, que tus palabras no le afectan o inquietan. Pero no siempre le resultará fácil. Cuando tus argumentos son poderosos, suele percibirse su impacto en el rictus de tu oponente. Y cabe pensar que eso mismo ocurre a la inversa.

			No es fácil elegir el gesto, y en muchas ocasiones no se controla. La sonrisa es un recurso habitual. Parece transmitir confianza a la hora de encajar las palabras agrias que te dirigen desde la tribuna. Pero es un arma de doble filo. Si parece que en vez de sonreír te ríes de lo que te están diciendo, rozas el límite de la cortesía y excitas la agresividad del orador. Cuando optas por el gesto grave y serio, se acumula la tensión dentro de ti y la rigidez de tu cara acaba proyectándose en los argumentos que desgrana tu oponente. En ese escaso periodo de tiempo rebuscas en tus fichas los datos o ideas para sustentar la réplica. Pero cuando tu contrincante cambia el argumento o la dirección de la crítica, tienes que buscar nuevas fichas o informes. Es una auténtica carrera contra reloj, aderezada en bastantes ocasiones con aplausos o con voces, o con algo más que voces, que buscan subrayar y enfatizar una crítica o hacer brillar un argumento o una frase elocuente, si proceden de tu bancada, o afear y exagerar tu debilidad argumental, o simplemente neutralizarte, si las manifestaciones te las dirigen tus contrincantes.

			Los debates parlamentarios se ganan o se pierden normalmente en las réplicas. Aunque es cierto que el discurso inicial puede contribuir a crear un cierto clima y también que influye de manera determinante el contexto político, favorable o adverso, en el que se desenvuelve la contienda parlamentaria. Si el Gobierno acude a ella con desgaste en la opinión pública, resulta más difícil salir airoso. Pero el debate es el debate, y las réplicas son el momento decisivo. No hay prórroga, ni penaltis. Y la clave de las réplicas y contrarréplicas se decide en los minutos en los que, escuchando a tu oponente, eliges los temas sobre los que vas a discutir y el orden de la intervención. Ser capaz de adornarlo con alguna frase efectista suele ayudarte psicológicamente cuando estás en la tribuna de oradores. Concentración y reflejos, ahí es donde te la juegas, y, claro está, la información, los datos, te los tienes que saber y saber manejarlos. Los antecedentes han de estar frescos en tu cabeza porque allí no hay tiempo para más. Cuando escucho ahora las críticas a los líderes políticos, por sus intervenciones desde la tribuna del Congreso, siempre me pongo del lado de quien tiene que subir al estrado y, disponiendo de tan poco tiempo, ha de acertar con los temas, la selección de datos, el tono y las palabras, y hasta el gesto, consciente de que hay decenas, cientos, miles de ojos, o incluso muchos más, atentos a descubrir el más mínimo fallo.

			Tengo un gran respeto al Congreso de los Diputados y a la solemnidad que desprende el noble hemiciclo de nuestra democracia. Por la historia que allí se encarna y, sobre todo, porque allí están, en cada momento, y no se puede olvidar, todos los ciudadanos representados. Lo están por los 350 diputados cuyo destino sólo pertenece a la voluntad de la gente. Siempre procuré transmitir, como líder de la oposición y como jefe del Ejecutivo, con mi actitud y con mis decisiones, ese respeto que siento por el Parlamento.

			Cuando aquel 12 de mayo me disponía a subir a la tribuna, todos estos sentimientos y reflexiones se agolpaban en mi conciencia. Y me preguntaba, aquel día más que ningún otro, si estaría a la altura de mi responsabilidad con el país. Me preguntaba si estaría a la altura de la fuerza política que representaba. Sobre todo, me preguntaba si las medidas que iba a anunciar servirían para enderezar el barco ante la tormenta desatada, tormenta que amenazaba con llevárselo todo por delante.

			Unos cuantos compañeros miembros del Gobierno, además de los responsables del Gabinete de Presidencia y de la Oficina Económica, habían contribuido a preparar las medidas que iba a anunciar esa mañana, se les había consultado sobre ellas o las conocían. Elena Salgado, María Teresa Fernández de la Vega, Alfredo Pérez Rubalcaba, José Blanco, Manuel Chaves, Celestino Corbacho... Todos los que conocían el contenido de mi discurso estaban circunspectos.

			Como era previsible, el debate fue difícil para el Gobierno. La oposición tuvo una actitud de crítica global y de rechazo a las medidas de recorte. Los grupos que colaboraban con el Gobierno fueron menos incisivos en sus críticas, pero el tono general del debate, como era fácil de esperar, no supuso el más mínimo aliento para el Ejecutivo. Supe desde el momento en que empecé a explicar las medidas de recorte que el clima en la Cámara era claramente adverso.

			El principal partido de la oposición atisbaba, por fin, una esperanza clara de llegar al poder.

			Me esforcé en explicar la situación de solvencia del Tesoro de España. El coste de nuestra financiación se situaba en tipos de interés del 3,4 por ciento. El porcentaje del PIB que dedicábamos al pago de nuestra deuda pública era del 2 por ciento, una cantidad inferior a la de los grandes países europeos. Y nuestra deuda pública era 20 puntos inferior a la media europea.

			Repasé todos los avances que había realizado en políticas sociales.

			Y argumenté sobre la debilidad estructural de una unión monetaria sin unión fiscal ni unión económica.

			Como era de esperar, fue inútil. Los «misiles» cayeron sobre el banco azul desde la derecha y la izquierda.

			La sesión parlamentaria terminó a las dos y media de la tarde.

			Las llamadas y SMS de apoyo que recibí tenían más tono de compasión que de reconocimiento.

			Bajo la planificación de José Blanco habíamos convocado a los secretarios generales regionales a una reunión en Ferraz. Ofrecer a los compañeros, que tenían que afrontar un año después unas elecciones autonómicas y municipales, la explicación de las nuevas medidas no iba a ser tarea grata. Nada más llegar comprobé su grado de preocupación. Se reflejaba en sus gestos, en sus saludos, en sus intervenciones. Me flanquearon Manolo Chaves y José Blanco, que apelaron a la defensa sin fisuras del Gobierno, a la lealtad y al compromiso con nuestro proyecto político. En las intervenciones hubo comprensión y cariño, si bien algunas de ellas anticiparían las posiciones que se explayarían con más claridad en los primeros meses de 2011, en el tiempo previo a mi anuncio sobre la candidatura a la presidencia del Gobierno.

			Durante la tarde me llamó el Rey. Siempre lo hizo en momentos trascendentales y siempre para darme su apoyo. Lo sentí sinceramente cerca en muchas ocasiones difíciles y para mí esa cercanía siempre tuvo valor.

			 

			 

			LAS MEDIDAS DE RECORTE DEL GASTO

			 

			Para Elena Salgado, el fin de semana había sido especialmente difícil, con la reunión del Eurogrupo en la que se había comprometido, en nombre del Gobierno, a reducir el déficit público en 15.000 millones de euros. Había sido capaz de articular, en apenas veinticuatro horas, un grupo de medidas que equivalían al 1,5 por ciento del PIB. Su equipo había trabajado sin parar el domingo 9 y el lunes 10 para proponer, evaluar y formalizar esas medidas. Para ella era decisivo que el compromiso de reducción del déficit tuviera una implementación ágil y eficaz. Era decisivo para ganar confianza en el Eurogrupo y en el Ecofin. Y, sin duda, lo consiguió. La reputación de la vicepresidenta Salgado no dejó de ganar terreno durante 2010 y 2011, y al terminar su tiempo al frente de la economía del país, después de las elecciones de noviembre de 2011, se había ganado la buena consideración de sus colegas europeos. Se la tenía por sensata y eficaz.

			Preparar el conjunto de medidas para alcanzar una reducción del déficit de 15.000 millones parecía entonces una tarea hercúlea. Aunque las cifras de los Presupuestos Generales del Estado son todas muy elevadas, los márgenes de maniobra son muy limitados. Hay una serie de gastos obligatorios, o que juzgas imprescindibles, que representan el 90 por ciento del presupuesto del Gobierno central. Por ello, era inevitable que la reducción, que operaba sobre otras ya previamente aprobadas, afectase a algunas de las llamadas partidas sensibles. Aquellas que recogen prestaciones económicas en beneficio de los ciudadanos.

			La elección final de las medidas que incluimos en el discurso del 12 de mayo se hizo en la Moncloa, en una pequeña sala llamada Bores que está en la primera planta del edificio del Consejo de Ministros. Todos los lunes a las nueve nos reuníamos en la sala Bores el núcleo de dirección política para coordinar la agenda de la semana y la acción del partido y del Gobierno.

			La reunión a la que me refiero ahora la celebramos el lunes 10 a primera hora de la mañana. Se habían pedido diversas propuestas e informes a varios ministerios y a la Oficina Económica. Durante el sábado y el domingo habíamos avanzado el esquema básico y los criterios para abordar el recorte. Después de varias conversaciones con Elena Salgado, había decidido los puntos centrales donde reduciríamos el gasto público. Y qué partidas presupuestarias considerábamos intocables.

			En primer término, las prestaciones por desempleo, que habíamos ampliado antes de la crisis y durante ésta, porque eran el gran eje para garantizar la cohesión social, la gran palanca de apoyo a los ciudadanos con más dificultades, la expresión más real de la solidaridad que supone el Estado social.

			En segundo lugar, la educación, porque en la promoción de la mejora de la formación de los ciudadanos está la base esencial de una economía competitiva, a la vez que la clave de la igualdad de oportunidades, un postulado constitutivo y fundacional de la socialdemocracia. Y hablar de igualdad de oportunidades en la educación es, en gran medida, hablar de la política de becas. La juzgaba una partida prioritaria. Por ello, de 2004 a 2008, impulsamos la etapa de mayor incremento de becas y becarios de la democracia.

			La tercera política pública que no quería tocar era la sanidad. Nuestro sistema nacional de salud, con su garantía de universalidad y gratuidad, es la más poderosa razón de confianza en el Estado y la más relevante manifestación de equidad. La igualdad plena, incuestionable, en el acceso a la sanidad, con independencia de cualquier circunstancia personal, es la expresión de los valores más queridos por la ciudadanía y por mi formación política.

			Mi criterio sobre los recortes fue, pues, el de no menoscabar los pilares centrales del Estado de bienestar y de la protección social. Afectar lo menos posible a las políticas sociales y centrar el ahorro en los gastos que en el medio plazo pudieran ser recuperados. Y, además, aplicar los recortes con criterios de progresividad.

			Llegó a abordarse la discusión sobre si introducir o no alguna fórmula de copago en la sanidad. Hubo posturas encontradas con un informe de la Oficina Económica, que fue apoyado por la ministra de Sanidad, en el que se evaluaban diversas alternativas de copago con una estimación de ahorro de unos mil millones de euros. El informe desaconsejaba la medida por entender que el ahorro que se conseguiría no compensaba la grave perturbación que iba a suponer en los usuarios y la complejidad de su propia gestión.

			Una vez descartada esta opción, la ministra de Sanidad presentó una propuesta de ahorro del gasto farmacéutico, que fue valorada como seria y realista por Elena Salgado y que decidimos incluir en el abanico de medidas, aunque sabíamos que exigiría una difícil negociación con la industria farmacéutica, que siempre se mostró colaboradora con el Gobierno para proceder a sucesivos recortes en el gasto público farmacéutico.

			Las dos medidas más debatidas en aquella reunión de la sala Bores fueron la reducción del salario de los empleados públicos y la no revalorización de las pensiones, excluyendo de la congelación a las pensiones mínimas.

			La reducción del salario de los empleados públicos para 2010 y la congelación para 2011 era la medida más imprescindible y la que generaría una reducción del gasto más segura y automática. Era necesario alcanzar la cifra de 8.000 millones de ahorro en este apartado y la Secretaría de Estado de Presupuestos había realizado con toda rapidez los cálculos y las distintas posibilidades con diferentes porcentajes. En definitiva, los detalles tenían no sólo la complejidad política —porque había que optar entre un sistema progresivo o un sistema lineal de reparto de la carga—, sino también la complejidad técnica derivada de la muy variada tipología de empleo público existente en nuestro país. Por una parte, se encuentran los empleados públicos del Estado, de las comunidades autónomas y de la Administración local. Por otra, están los funcionarios, el personal estatutario, y el personal laboral ubicado en Administraciones con regímenes jurídicos diferentes o singulares, como las empresas públicas. Delimitar el perímetro y la cuantía del recorte por grupos de las escalas de la Administración se convirtió en un auténtico laberinto.

			Desde luego, éramos muy conscientes de que bajar el salario de los empleados públicos era una medida dura, que no se había hecho nunca en democracia y que nos iba a indisponer con dos millones y medio de ciudadanos.

			En la reflexión política para la explicación de la medida, optamos por no recurrir al argumento de la «seguridad» en el trabajo. La defensa de la función pública es una defensa de lo público, aunque en España existen demasiados tópicos sobre el tema. No hay una democracia seria que no incorpore el «consenso social» para articular la defensa de los servicios y de los servidores públicos. Sin embargo, dada la tradición de nuestro país, aquí todavía no es fácil hacerlo. La imagen del «vuelva usted mañana», inmortalizada por Larra, está presente en el imaginario colectivo de nuestra sociedad. Nadie puede discutir que nuestras Administraciones necesitan reformas y una mayor eficiencia, pero esa rutinaria descalificación de la función pública es abusiva e injusta.

			En los años que fui presidente, tuve la oportunidad de conocer de cerca el trabajo de los empleados públicos y comprobé que la gran mayoría de ellos cumplen bien su tarea, se esfuerzan por ser útiles, y son muy conscientes de que su función consiste en trabajar con neutralidad en favor de los ciudadanos. Mentiría si dijera algo distinto. Pero es difícil combatir los tópicos.

			Tan difícil como lograr que la actividad política tenga por parte de la opinión pública un cierto grado de reconocimiento o, al menos, un cierto grado de comprensión.

			La política debe ganarse el respeto de la ciudadanía, y no conozco otro camino mejor para ello que hacer que la política se respete a sí misma. Porque nadie respeta a quien no se respeta a sí mismo. Y no nos respetamos cuando las diferencias se formulan, invariablemente, como posiciones irreconciliables; cuando desdeñamos la existencia de parámetros compartidos de racionalidad que, al confrontar las ideas, permiten extraer conclusiones de validez general. En la contienda política casi siempre se pone más énfasis en el quién que en el qué. Por ello, no nos puede extrañar que los ciudadanos perciban la escena pública como una representación, en la que participan como figurantes los que están y los que aspiran a estar, más que como una deliberación sobre qué harán unos u otros.

			Es verdad que el proceso político en nuestros días es extraordinariamente competitivo y que este factor induce al exceso en la contraposición y a la búsqueda insistente de los defectos del adversario. Pero habría que hacer un esfuerzo sostenido y renovado por profundizar en los programas, por argumentar con menos prejuicios, por admitir, aunque sólo sea de vez en cuando, que los que no piensan como tu formación política pueden tener razón en determinadas cuestiones. Y por que los ciudadanos pudieran apreciarlo.

			La política en España venía marcada en los últimos diez o quince años por un discurso con un alto grado de confrontación. Con la crisis, esta confrontación se agudizó en buena medida, y se generaron debates que llegaban a ser estériles por lo interesado de las posiciones que en ellos se mantenían, como cuando nos perdíamos discutiendo si sólo había una crisis española o además, y principalmente, otra distinta, europea o mundial...

			Pero volvamos a las medidas del 12 de mayo. Como he señalado anteriormente, consideramos que la reducción de los salarios de los empleados públicos era imprescindible. No obstante, y a pesar de su mayor complejidad, optamos por aplicar fórmulas de progresividad, de tal manera que el recorte fluctuó entre el 0,5 y el 7 por ciento.

			En cierta medida, el daño que se infligía no era tan alto, porque en el periodo 2005-2009 los empleados públicos habían mejorado su poder adquisitivo en un 2,6 por ciento (ya que en ese periodo el incremento acumulado de los salarios nominales había sido del 15,9 por ciento y la inflación del 13,3 por ciento).

			Esa subida de los salarios de los empleados públicos se había convertido, además, en uno de los argumentos principales utilizados por las autoridades europeas para poner en cuestión la marcha de la competitividad y los desequilibrios fiscales de algunos países de la zona euro.

			En concreto, el presidente del Banco Central, Jean-Claude Trichet, exhibía con frecuencia y con gran énfasis un gráfico de la evolución de los salarios públicos en una serie de países europeos durante la última década, y planteaba que ése era un factor determinante para entender la presión que tenían que soportar sus Tesoros.

			Y, ciertamente, el gráfico era significativo. El ranking de las mayores subidas de salarios públicos lo encabezaba Grecia, seguida de Portugal, Irlanda, España e Italia. Justo el orden que se correspondía con los sucesivos problemas de los países periféricos de la eurozona. Y como ejemplo contrapuesto se invocaba el de Alemania, país en el que los empleados públicos habían perdido poder adquisitivo en el mismo periodo.

			A partir de la primavera de 2010, cuando surge con inusitada fuerza la crisis de deuda en los países de la eurozona, Trichet esgrimía frecuentemente este gráfico y llegó a repartirlo entre los miembros del Consejo.

			Y sí, aquel gráfico ejerció su papel en los debates en el seno del Consejo Europeo. Trichet lo manejaba con habilidad y con la suficiente prudencia como para no molestar excesivamente a ningún jefe de Estado o primer ministro.

			Ni que decir tiene que para los líderes de los países del centro de Europa, el llamado núcleo de la triple A, la tesis de Trichet fortalecía su posición en el duelo soterrado y permanente vivido en la eurozona desde mayo de 2010. Un duelo que enfrenta dos posiciones claramente diferenciadas y que explica el tortuoso proceso vivido en torno a la crisis de la deuda de los países de la zona euro.

			De un lado, los países cuya posición en los mercados era cómoda a la hora de financiar a sus Tesoros. Estos países defendían con contumacia, y con un cierto aire de superioridad, que los problemas de la presión de los mercados sobre las primas de riesgo tienen una etiología nacional y, por tanto, una respuesta nacional. Una respuesta que debía apoyarse en dos premisas básicas: recortes y reformas. Reformas y recortes. Este planteamiento excluía que la naturaleza de la crisis de la deuda tuviera su causa principal en un diseño fallido del euro, del Tratado de Maastricht y del Pacto de Estabilidad y Crecimiento.

			La otra posición, como es fácil de colegir, estaba integrada por los países llamados periféricos, que sosteníamos que, además de causas nacionales que no discutíamos, existían razones directamente vinculadas a la construcción de la moneda común. Una construcción que adolecía de problemas estructurales, como la crisis misma había puesto de manifiesto. Y que exigía avanzar hacia un Gobierno común europeo, hacia un Tesoro común y un Banco Central Europeo que actuase como lo hace la Reserva Federal de Estados Unidos.

			Consejo tras Consejo, la pugna entre estas dos visiones iba a estar muy presente en la nueva fase de la crisis desencadenada en 2010, la de la deuda europea. Porque, en cierto modo, Europa —o mejor, la zona euro— se partió en dos. Dos almas, dos políticas, dos visiones que estaban latentes en cada paso, en cada palabra que los líderes pronunciábamos en el Consejo, en cada decisión, en el lenguaje de los textos oficiales. En todo.

			No sería justo si no dejase claro que los países del centro de Europa no se negaban a comprometerse y a avanzar hacia una unión más política y económica del euro, pero cada paso costaba un gran esfuerzo, y sólo cuando la tensión en los mercados encendía las alarmas se adoptaban decisiones, casi agónicas. Lamentablemente, estas decisiones se tomaban cuando esa tensión ya había dañado la credibilidad del país correspondiente.

			Tras la crisis griega nadie negó en las deliberaciones del Consejo el factor contagio y el consiguiente sobredimensionamiento de los riesgos de las posiciones fiscales de algunos países de la zona euro, como España. Pero el reconocimiento de ese «factor contagio» no solía llevar aparejada una consecuencia lógica que, por cierto, siempre reclamé en los debates con los líderes: los esfuerzos de los países con dificultades debían acompañarse en paralelo de decisiones tomadas con inequívoca determinación en la zona euro. Y eso ocurría en pocas ocasiones.

			No voy a conjeturar en este momento hasta qué punto esta forma de actuar, que viví y sufrí en los Consejos Europeos, ha podido influir en la duración y alcance de la crisis de la deuda en los llamados países periféricos. En el epílogo de este libro daré mi opinión. Pero es difícil no pensar que si las decisiones se hubiesen adoptado en tiempo y forma, con otro enfoque, con otra convicción, los acontecimientos posteriores a mayo de 2010 habrían sido muy diferentes, o, al menos, bastante diferentes.

			Pero no completaría el cuadro de la situación que se definió en Bruselas a partir de 2010 si no hiciese referencia al papel desempeñado por los otros actores decisivos de la etapa más difícil que desde su nacimiento han vivido y viven la UE y, por supuesto, la moneda común.

			Un país y un líder político, Francia y Sarkozy, desempeñaron un papel permanente de puente, de bisagra, para facilitar el entendimiento, para acercar posturas.

			En el modelo político y económico de Unión Europea, Francia se sitúa más cerca de los países del sur. Pero, fiel a su pacto de reconciliación con Alemania tras la segunda guerra mundial, que dio lugar al nacimiento de la UE, mantiene siempre una fidelidad incuestionable con la potencia germánica. No recuerdo que en el seno del Consejo hubiese ningún momento de tensión dialéctica entre Merkel y Sarkozy, apenas algún chispazo ocasional.

			Los dos llegaban a los Consejos con un esquema acordado de respuesta a cada situación. Y, cuando en el transcurso de los debates había que definir las posiciones para formular los acuerdos concretos, se reunían bilateralmente. Si algo se bloqueaba, los colaboradores de Merkel y Sarkozy, o ellos mismos, buscaban el punto de encuentro; a veces, con presencia del presidente del Consejo, del presidente de la Comisión e incluso del presidente del Banco Central. Ante esta realidad, se comprenderá que, en más de una ocasión y en momentos decisivos, le diera a mi interlocución con Sarkozy casi tanto valor como a la que tuve con Angela Merkel, que fue de menos a más, ya que progresivamente fuimos cuajando una relación sincera y de confianza a la que me referiré en páginas posteriores.

			Por otro lado estaban las instituciones europeas. La Comisión, su presidente y el presidente del Consejo, esa nueva e híbrida figura que arrancó su andadura con la elección del belga Van Rompuy.

			Por cierto, Herman Van Rompuy tiene una personalidad austera que no facilita su proyección pública. Es un hombre culto e inteligente. Y, sobre todo, paciente. Porque tuvo que integrar en su tarea de presidente asuntos y decisiones que provenían en muchas ocasiones más de los acuerdos franco-alemanes que de su propia iniciativa. Por su función, buscaba sumar. En más de una coyuntura, le vi cerca del abatimiento. En la cumbre que, bajo la presidencia española, celebramos con Marruecos me dijo, poco antes de entrar en la reunión con nuestros amigos marroquíes: «Me toca a mí explicar el funcionamiento de la UE a nuestros vecinos del sur, y no será fácil porque explicar la UE es como explicar matemática superior».

			Aquella metáfora me pareció aguda y a la vez preocupante. No le faltaba razón al presidente del Consejo. El Gobierno de la UE se sustenta en una arquitectura tan sofisticada que en muchas ocasiones resulta muy difícil de entender, no sólo para los ciudadanos, sino incluso para los gobiernos de la propia Unión. Y, claro, también lo es para los que, desde los poderosos fondos de inversión, bancos, compañías aseguradoras o fondos soberanos, mueven libremente los capitales por el mundo, de un modo muchas veces caótico e imprevisible que puede llevar a empresas o países o bien a situaciones de sequía financiera, o bien a sobreabundancia de financiación.

			Recuerdo que uno de los argumentos que Trichet exponía ante el Consejo Europeo para enfatizar, en los momentos más complicados, la dimensión de la crisis que vivíamos y los riesgos que corríamos era el de que había tres billones de dólares en los mercados mundiales dispuestos o predispuestos a atacar al euro. Trichet lo repetía con frecuencia en un tono que iba de lo admonitorio a lo angustioso. Sólo a muy pocas personas, a las de más confianza, yo les contaba este dato que Trichet repetía Consejo tras Consejo: el dato era sencillamente escalofriante. Y abrió enseguida un lugar privilegiado en mi memoria junto a otras cifras y porcentajes negativos. ¿Cómo se enfrenta un país cuyo PIB es de un billón de euros a un posible ataque de hasta tres billones de euros? ¿Cómo puedes resistir en pie si combates con alguien que tiene tres veces tus fuerzas? 

			Trichet utilizaba el dato con una extrema habilidad. Lo hacía para impactar en las dos sensibilidades de la mesa del Consejo. Para los países con riesgos fiscales suponía un llamamiento exigente a efectuar ajustes. Para los países con posiciones de reputación fiscal solvente representaba una advertencia muy seria. Sólo una respuesta europea podía enfrentarse a la amenaza que representaban esos tres billones frente al euro.

			El hecho de dejar para el último lugar de esta primera aproximación al escenario europeo de la crisis a las instituciones comunes no ha sido deliberado, pero es significativo. En la Unión Europea, al menos en esta crisis, ha primado la afirmación de los gobiernos o de los Estados sobre las instituciones comunes. Claramente. Y ello explica buena parte de las cosas que han sucedido.

			Volvamos a las medidas de mayo de 2010. Junto a la rebaja de los salarios de los empleados públicos, otra decisión de impacto directo en la ciudadanía, muy sensible, fue la de no incrementar la cuantía de las pensiones en 2011. Se suspendía para 2011 tanto el incremento inicial, que se aplica desde el 1 de enero, como la revisión que se debería hacer con el IPC del mes de noviembre. La revisión del ejercicio 2010 sí se mantuvo. Y como en noviembre el IPC fue del 2,3 por ciento, superior al crecimiento aplicado a las pensiones a comienzos de este año (1 por ciento), se compensó a los pensionistas por esta desviación en enero de 2011, tal y como se hacía todos los años.

			La decisión de congelar las pensiones incorporaba un atenuante bastante significativo, que trataba también de respetar una cierta progresividad. Los 2,65 millones de pensiones mínimas serían revalorizadas y el medio millón de pensiones no contributivas también se incrementarían en 2011. En consecuencia, en torno al 35 por ciento de las pensiones, las más bajas, no se vieron afectadas por la medida.

			Congelar las pensiones fue una de las decisiones más difíciles de adoptar. Suponía un ahorro de en torno a 1.800 millones de euros, pero sabíamos que era un campo fácil para la crítica de los partidos políticos y para acumular agravios por parte de los sindicatos. También fue la medida que más incomodó al PSOE, como pude constatar tanto en las reuniones de la Comisión Ejecutiva Federal como en las que celebré con los líderes regionales. También a los militantes con los que hablé en aquellos días.

			La medida suponía ahorro, pero sobre todo suponía afectar al gasto estructural básico por antonomasia de los Estados modernos que disfrutan de un sistema universal de pensiones públicas. Es el gasto más voluminoso y el que va a tener una evolución al alza muy significativa en los próximos años y décadas como consecuencia de la evolución demográfica y del progresivo envejecimiento de la población; lo que es, por otro lado, muy positivo como expresión de la elevada esperanza de vida de las sociedades europeas.

			Cuando opté por incluir en el paquete de mayo la congelación de pensiones, era muy consciente del coste político que podía suponer. Pero también sabía que tomar una decisión que afectase al control del gasto en materia de pensiones suponía lanzar una potente señal de austeridad, tanto a la Comisión Europea como a los líderes europeos más exigentes, así como a los inversores y analistas. Aquellos bonistas que adquirían nuestra deuda a largo plazo querían tener seguridad sobre la sostenibilidad de nuestras cuentas públicas en el futuro, contar con la expectativa razonable de recibir el dinero prestado, incluidos, claro está, los correspondientes intereses. La Comisión Europea había publicado distintos informes y advertencias sobre la evolución del gasto público en pensiones y la necesidad de adaptar los parámetros clave de los modelos de Seguridad Social en los diferentes países de la UE.

			También sabía que la cuestión del gasto en pensiones era un asunto importante para Angela Merkel. Alemania había hecho una reforma del sistema, con el lógico coste social, elevando la edad de jubilación a los sesenta y siete años, y era presumible que la medida de congelar las pensiones, imprescindible en aquel momento tan delicado, fuese bien acogida por nuestro socio alemán.

			En el núcleo de dirección del Gobierno, especialmente en el área social, había alguna reticencia a incorporar la congelación de pensiones. Pero otros dirigentes comprendieron desde el primer momento que, aunque dolorosa, la medida de las pensiones era inevitable entonces para que la apuesta del Gobierno de España por la consolidación fiscal y la reducción del déficit público resultara creíble.

			Teníamos sólidos argumentos para defender nuestro crédito en materia de pensiones, a tenor de la política que habíamos realizado desde 2004, en el periodo marcado por los superávits presupuestarios. En cinco años, el incremento nominal acumulado de la pensión media contributiva había sido del 30,8 por ciento, y en términos reales —es decir, descontada la inflación— del 14,6 por ciento. Las pensiones habían ganado un 14,6 por ciento de poder adquisitivo en cinco años. No había precedentes de una mejora como ésta en un periodo de tiempo similar en la etapa democrática.

			Pero los datos eran aún más llamativos si se analizaban las pensiones mínimas. En cinco años, el mismo periodo de 2004 a 2009, el incremento real de las pensiones mínimas de mayores de sesenta y cinco años con cónyuge a su cargo había sido del 24,8 por ciento. Frente al incremento real del 3,6 por ciento en el periodo 1996-2004.

			Es decir, que con el Gobierno que presidí las pensiones mínimas habían ganado cuatro veces más poder adquisitivo que en etapas anteriores, y todo ello manteniendo cada año importantes superávits en la Seguridad Social que permitieron un gran crecimiento del Fondo de Reserva de la Seguridad Social.

			Detrás de este esfuerzo especial, estaba el objetivo de hacer aún más solidario nuestro sistema de pensiones y de dignificar las pensiones mínimas, tradicionalmente muy bajas en nuestro país. Quienes las perciben no tienen excesivas armas de reivindicación. Quienes tienen que afrontar la vida con ingresos muy modestos son, en muchos casos, ciudadanos con difíciles vidas laborales que merecen ese esfuerzo de solidaridad. Junto a los aumentos del salario mínimo profesional y la Ley de la Dependencia, las mejoras en las pensiones mínimas fueron un pilar de nuestra política social, la seña de identidad más querida para un proyecto socialdemócrata.

			Pero, a pesar de esta, creo, incuestionable trayectoria, intuía que congelar las pensiones supondría en buena medida «borrar» los avances de 2004 a 2009. Era una gran paradoja. Un dilema más que tuve que afrontar a partir de mayo de 2010. Me preguntaba qué quedaría en la retina de los ciudadanos...: ¿las subidas de las pensiones que cada año anunciaba en Rodiezmo o el anuncio de la congelación del 12 de mayo de 2010?

			No era fácil para mí encontrar una respuesta a esta pregunta. Lo que hice en la mejora de las pensiones lo hice, así me decía a mí mismo, no tanto para que quedara en la retina de la gente sino porque era justo y porque ese modelo de sociedad solidaria era el que merecía la pena vivir. Pero no sería totalmente sincero si no reconociera aquí que un político toma decisiones amables también para que se le recuerde, para que quede en la memoria colectiva. En mi caso, de manera especial, para que integrase el haber del PSOE en su trayectoria de defensa y puesta en pie de las políticas sociales.

			Sí, sería absurdo, por no creíble, negar que el reconocimiento por las cosas hechas, a los avances sociales, no sea algo buscado por los líderes políticos. Pero con la misma sinceridad digo que, si te toca vivir una situación como la que yo afronté a partir de mayo de 2010, casi nada que tenga que ver con el reconocimiento por tu labor pasada te importa. Es como si en tu organismo se desencadenase una reacción bioquímica que te permite asumir con entereza la «deconstrucción» de las percepciones políticas y sociales sobre una gestión y un proyecto políticos.

			En aquellos intensos días de mayo los dilemas y las contradicciones no se agotaban en la congelación de las pensiones. Sabía que eran imprescindibles otras medidas y me producía una gran contrariedad adoptarlas. La prestación de 2.500 euros por nacimiento que había anunciado en el Debate del estado de la Nación de 2007 era una medida muy querida para mí. El universalmente conocido como «cheque bebé» formaba parte de una decidida política en favor de la natalidad, dado que España registraba y registra uno de los índices más bajos del mundo. Esta medida complementaba las políticas para facilitar la conciliación de la vida laboral y familiar incluida en la Ley de Igualdad, y el esfuerzo de inversión realizado para cubrir el ciento por ciento de la educación pública de tres a seis años, y el 35 por ciento de cero a tres años.

			El cheque bebé había recibido muchas críticas incluso desde algunas posiciones progresistas, donde tradicionalmente anidan posturas refractarias a utilizar la política fiscal como cauce de las políticas sociales. Sin embargo, la medida tuvo una gran aceptación social.

			Cuando la aprobamos intentamos explicar que la configuración de la prestación de 2.500 euros como una desgravación o cheque fiscal era el único vehículo con el que contaba el Gobierno del Estado para adoptar una medida de estas características, dado el reparto de competencias del Estado autonómico que atribuye a las comunidades este tipo de políticas sociales.

			Sí, fue una medida muy criticada, y cuando decidí suprimirla sabía que sus opositores se frotarían las manos para ahondar en la crítica. Es verdad que, como ocurre en tantas ocasiones en la vida pública, cuando se reclama una política, por ejemplo de apoyo a la natalidad, y se articula una medida para ese fin, llueven las críticas, sin que se formule una propuesta concreta alternativa.

			Suprimir el cheque bebé suponía un ahorro de 1.250 millones. Era también imprescindible. Estaba en la mente de todos, de mis colaboradores y, por supuesto, del Ministerio de Economía. Pero hasta que lo puse encima de la mesa, nadie se había atrevido a plantearlo abiertamente. Suprimir el cheque bebé era una cicatriz que quedaría grabada en los pliegues, que cada vez se agrietaban más, de mi piel política.

			Y además de suprimir el cheque bebé, teníamos, también, que frenar el gasto en dependencia. Era otra de las partidas que era necesario controlar en el desarrollo previsto en su ley de creación, una ley muy ambiciosa, transformadora, que buscaba apoyar a las familias y a las personas sin autonomía personal. Fue la ley con mayor impacto en la realidad de cientos de miles de familias con dificultades. Fue la ley más aplaudida por mi partido en todo mi periodo como presidente. Manteníamos lo esencial de la ley, pero era doloroso frenar su desarrollo y suprimir la retroactividad del pago de prestaciones para los nuevos solicitantes.

			Y, junto a los salarios de los empleados públicos, las pensiones, el cheque bebé y la dependencia, la ayuda oficial al desarrollo, que redujimos en seiscientos millones de euros. Una cifra que, aun siendo importante, permitía mantener todavía un volumen notable después de un gran incremento en toda la Legislatura, que nos había situado en el grupo de países con más ayuda al desarrollo.

			La ayuda oficial al desarrollo sufriría nuevos recortes en los Presupuestos de 2011, recortes igualmente muy dolorosos porque los logros que veníamos obteniendo en políticas de salud, de educación, de seguridad alimentaria y para situaciones de emergencia habían dado a España una gran credibilidad en el mundo en una tarea internacional donde sólo destacan los países más solidarios.

			El recorte de mayo incorporó, asimismo, la reducción de 6.045 millones en la inversión pública estatal. Era una cuantía muy elevada, que aportó más del tercio del total de los 15.000 millones. Salvo para el Ministerio de Fomento, el recorte en este capítulo era el que menos costaba explicar. De 2004 a 2009 habíamos hecho una gran inversión pública en infraestructuras de todo tipo, y formaba parte de nuestra política en favor de un cambio en el modelo productivo y de mejora de la competitividad.

			Afortunadamente, este campo tan decisivo para nuestra futura recuperación económica no va a sufrir excesivamente por las inevitables restricciones que en el gasto público vamos a padecer durante cierto tiempo. El gran esfuerzo que se hizo ahí está, en el patrimonio colectivo de los españoles.

			El conjunto de los recortes se completaba con la exigencia de reducción del gasto a las comunidades autónomas y ayuntamientos por un volumen de 1.200 millones de euros.

			En aquella reunión del 10 de mayo, en la sala Bores de la Moncloa, repasamos una y otra vez las medidas. No era fácil cuantificar algunas de ellas. Pero era decisivo que las cifras que íbamos a aportar fueran creíbles y, por tanto, que se pudieran sostener en cualquier debate público o frente al escrutinio de los analistas.

			Hicimos numerosas simulaciones sobre el impacto que tendrían en la reducción del gasto las medidas más significativas, como los 5.000 millones de ahorro que estimaba el Ministerio de Economía y Hacienda por la reducción del 5 por ciento de los salarios públicos. Como ya he señalado anteriormente, muchos detalles quedaron sin concretar hasta el día de la comparecencia, que iba a ser el miércoles 12, e incluso hasta la aprobación del decreto ley por el Consejo de Ministros del jueves 20.

			Todas las que acabo de describir eran medidas de reducción del gasto público. Se planteó por qué no se había actuado también aumentando los ingresos mediante una subida de impuestos. Debo recordar que los Presupuestos para 2010 ya incorporaban una subida del IVA de dos puntos porcentuales a partir del 1 de julio; que se eliminó en el IRPF la reducción de los cuatrocientos euros; y que se elevó el tipo impositivo del gravamen sobre los rendimientos del capital.

			 

			 

			TRAS EL DEBATE TODO CAMBIÓ

			 

			Aunque las metas en política siempre son provisionales, al final de cada debate parlamentario tenía una sensación de vacío y de tarea realizada. Sin embargo, en el del 12 de mayo de 2010, el vacío se tornó en una extraña sensación. Y si cada debate era el fin de una etapa, aquél suponía antes que nada el inicio de un tiempo de zozobra, un tiempo incierto y laberíntico. Aún no podía barruntar qué desafíos me aguardaban, pero intuía que los frentes de acción ante la crisis en los que tendría que emplearme se iban a multiplicar y a hacerse aún más difíciles y complicados. Y todo este nuevo escenario había llegado de manera abrupta, casi a traición, en una fase de la crisis en la que habíamos dejado atrás la recesión y el PIB empezaba a recuperarse, y en la que la destrucción del empleo apuntaba señales de una leve mejoría.

			Todas las dificultades en las que me vi envuelto irrumpieron delante de mi mesa. Se abrieron todos los frentes. Y la hoja de ruta que llevábamos tuvo que alterarse sustancialmente.

			A pesar de la premura en las decisiones, nuestra preocupación se centraba no sólo en el efecto político y social de las medidas del 12 de mayo, sino también en el efecto económico, en el impacto sobre el crecimiento y el empleo.

			El gasto público y las exportaciones habían sido los ejes que habían llevado a la economía española a un trimestre con crecimiento intertrimestral positivo después de siete trimestres con crecimiento negativo. ¿Cuánto restaría la austeridad a ese incipiente y débil crecimiento del PIB? Ya estábamos plenamente instalados en uno de los dilemas que ha presidido la evolución de la crisis en la zona euro: austeridad versus crecimiento.

			Los expertos suelen estimar que una reducción del gasto público equivalente a un punto porcentual del PIB genera una disminución de éste de en torno al 0,5 por ciento. Nuestro recorte era de un 1,5 por ciento. Por lo tanto, nuestro crecimiento en el momento de la recuperación se iba a ver afectado. Pero no había elección posible. Hay dilemas en los que no existe la alternativa, salvo en términos teóricos. La retórica europea cambió drásticamente. Si hasta la primavera de 2010 la regla era la retirada gradual de los estímulos fiscales mientras se consolidaba la recuperación, a partir de entonces fue reemplazada por la de la drástica reducción de los déficits públicos como prioridad que debía anteponerse a cualquier otra consideración.

			El tiempo ha venido a confirmar que una consolidación fiscal acentuada, aplicada a una economía sin crecimiento, yugula a ésta aún más. Y si ese escenario se produce en un contexto de desconfianza en los mercados, la restricción de las fuentes de la recuperación se agudiza como consecuencia de la crisis de liquidez.

			Los defensores a ultranza de la austeridad esgrimen a menudo que una política de rigor fiscal supone un estímulo al crecimiento porque genera confianza. Según esta tesis, el ahorro en el gasto público determina que los actores privados puedan planificar y decidir invertir más, dado que la carga fiscal que habrán de soportar será menor gracias a unas cuentas públicas más equilibradas.

			El llamado efecto ricardiano, que suele contraponerse a la política keynesiana, es una especie de estímulo económico invisible. Pero, como ocurre con casi todos los conceptos que en economía se apellidan «invisibles», se trata más bien de creencias o propuestas ideológicas formuladas con coherencia lógica pero que en la realidad de los hechos muchas veces no se confirman. Es como la reputada mano invisible del mercado. En mi experiencia, esa mano que mueve los mercados no es ni mucho menos invisible. Comprobé por mí mismo que la afirmación, en la que yo también creía, de que los mercados no tienen cara y ojos es falsa. Los tienen, yo tuve enfrente algunas de esas caras y ojos.

			En todo caso, una de las consecuencias de los acontecimientos de la segunda semana del mes de mayo de 2010 fue que los frentes de combate ante la crisis se ampliaron. Hasta ese momento, los inversores y bonistas que financiaban el Tesoro no habían sido objeto de atención preferente. El Tesoro español goza de un gran prestigio, cuenta con profesionales de alto nivel y experiencia. Los gobiernos democráticos de España no habían tenido que preocuparse por la tarea que realizaban para la obtención de la financiación de las arcas públicas. Pero, a partir de mayo de 2010, el Gobierno y quien lo presidía tuvimos que dedicar un ingente esfuerzo a reforzar la acción seria y eficaz del Tesoro.

			Y este frente de los bonistas no fue el único que varió. El frente europeo también cambió de forma radical. La Unión y la eurozona, que siempre habían sido un foro de colaboración, pasaron a convertirse en una especie de árbitro de la economía española, un árbitro con tendencia a sacar tarjetas.

			Además, los grandes medios de comunicación internacionales con mayor crédito en temas económicos también se convirtieron en un campo de trabajo esencial. Su importancia es enorme, sirven para conformar la opinión de inversores, analistas, altos funcionarios de la UE y, por supuesto, gobiernos. En los días previos al 12 de mayo viví la primera gran experiencia en este nuevo campo de batalla. El 4 de mayo una agencia de información difundió la noticia de que España pediría a la UE y al FMI ayuda financiera por valor de 280.000 millones de euros. El IBEX 35 perdió un 5,4 por ciento y la prima de riesgo subió veinte puntos básicos aquel día. A ese rumor se le sumó el de una posible rebaja del rating de España por parte de Moody’s y Fitch, que ambas agencias de calificación desmentirían después.

			Otro frente que cambiaba notablemente era el político interno y especialmente el parlamentario.

			Conviene recordar que el Gobierno que surgió de las elecciones del 9 de marzo de 2008 afrontó la Legislatura con 169 diputados. Éramos la mayoría minoritaria, pero nos faltaban siete diputados para llegar a la mágica cifra de 176 votos que garantiza la gobernabilidad. El panorama parlamentario no era fácil para sumar apoyos. Y esa realidad ya se había evidenciado en la investidura de 2008, que superé en segunda votación únicamente con los votos del Grupo Socialista.

			No hubo posibilidad de forjar un acuerdo de Legislatura. Los potenciales socios tenían una posición política en su ámbito territorial o en su campo político que dificultaba un maridaje estable con el PSOE. Así, CiU era el competidor nato del PSC, que estaba al frente del Gobierno de la Generalitat. El PNV tenía al PSE como principal rival en las elecciones vascas. CiU y ERC habían interpretado los resultados de las elecciones generales, en las que habían perdido apoyos, presumiblemente en favor del PSOE, como un mandato de marcar distancias con el Gobierno. CC gobernaba con el PP en Canarias; y Uxue Barkos, de NaBai, era la oposición al entendimiento entre UPN y el PSOE en Navarra, si bien éste favorecía la colaboración de los dos diputados de UPN con el Gobierno de España.

			La situación parlamentaria era difícil en el inicio de la Legislatura. Aun así, hasta mayo de 2010, conseguimos el respaldo suficiente para las principales decisiones, incluida la aprobación de los Presupuestos de 2010, gracias al acuerdo con el PNV, CC y UPN. Pero no se puede obviar que las políticas contra la crisis hasta mayo de 2010 se habían basado fundamentalmente en una respuesta de estímulos fiscales, para combatir el desplome de la actividad privada con el esfuerzo del sector público. Esta política era más «atractiva» para los grupos minoritarios y, por ello, hasta 2010 no tuvimos problemas graves para llegar a acuerdos parlamentarios.

			Pero después de mayo de 2010 esta relativa estabilidad parlamentaria se iba a ver seriamente amenazada, y conjurar esta amenaza pasó a ser otra nueva prioridad en la acción de gobierno.

			Ganar las votaciones en los temas decisivos exigía un proceloso movimiento de negociación y acuerdos. Acuerdos a veces en el límite del tiempo y en alguna ocasión en votaciones trascendentales, pendientes del tablero de luces rojas y verdes del hemiciclo del Congreso tras los quince segundos de los que disponen los diputados para activar su voto.

			En una de estas votaciones estuvimos a punto de resultar derrotados, algo que, de haber ocurrido, habría tenido entonces consecuencias imprevisibles, aunque con seguridad muy negativas, no sólo para el Gobierno, sino también para el país y su economía. Eso sucedió, precisamente, con ocasión de la convalidación del decreto ley que contenía las medidas de mayo. Aquél fue para mí el día más difícil de todos los que viví en el Congreso como presidente del Gobierno. Pronto el lector podrá comprobar hasta qué punto nos asomamos al abismo. Sólo en otro momento mis sentimientos fueron más angustiosos y tristes: la jornada en la que comparecí en el hemiciclo tras el brutal atentado de ETA en la T4 del aeropuerto de Madrid-Barajas.

			Todo esto sucedió a partir del 12 de mayo de 2010. Las cosas cambiaron sustancialmente, y de forma inesperada, desde luego a mis ojos y pienso sinceramente que a ojos de la mayoría. Tuve que adoptar la decisión de cambiar la política económica, desde una orientación de respuesta keynesiana a la crisis, coherente —he de recordarlo de nuevo— con las pautas, recomendaciones y directrices de la UE, el G-20 y el FMI, por otra que daba prioridad a la consolidación fiscal. El Gobierno pasó de centrar las reformas en la innovación y en ganar espacios a la competencia a tener que afrontar, por ejemplo, una reforma laboral sin acuerdo. De extender el máximo posible las políticas sociales a tener que poner freno y recortar partidas muy queridas para mí. En fin, ante las nuevas circunstancias tuve que cambiar de dirección; de dirección y de discurso. No lo hice a regañadientes. Lo creí mi deber. Lo hice con convicción. Y también, pienso, sin ignorar muchas de las consecuencias, muchas de las nuevas dificultades que, en todos los órdenes, nos aguardaban.

			 

			 

			¿CÓMO SE LLEGÓ AL 12 DE MAYO?

			 

			La elección del primer presidente del Consejo

			 

			Pero ¿qué sucedió para que, en una semana, en unos días, las cosas cambiaran tan drásticamente?

			Mi memoria, mi agenda y las notas que conservo sobre aquel lapso de tiempo, inmediatamente anterior a las fechas claves de ese momento tan decisivo en la evolución de la crisis, son bien ilustrativas. Nos sitúan ante un escenario que parece el de un síndrome colectivo de pánico.

			Es cierto que hubo un detonante objetivo, que fue la situación de Grecia. Pero, además, y como casi siempre ocurre cuando las situaciones se vuelven endiabladas, en aquellos días y semanas concurrieron una serie de hechos que parecían predeterminados, en su conjunción, a provocar una crisis de deuda soberana en la zona euro como la que se iba a producir.

			Los hechos a los que me voy a referir son fruto en última instancia de una incapacidad, de una falta de preparación de la zona euro y de la UE, para afrontar una situación en la que un país, y posteriormente dos más, se encontraran en la situación de no poder financiarse en los mercados. La UE tardó en reaccionar para dar un primer respaldo y una solución provisional al primer episodio, y a partir de ahí iría siempre con el pie cambiado.

			Es verdad, nunca se había contemplado esta coyuntura, ningún documento de la UE o del Eurogrupo había previsto esa posibilidad. Se vivió durante años con la implícita convicción de que, en el marco de la moneda común, ningún país europeo podría sufrir una crisis de deuda, una crisis de liquidez o incluso de solvencia.

			No está de más recordar que la crisis de deuda de un país se produce cuando las necesidades que tiene para financiarse no se pueden cubrir porque los intereses que le exige el mercado acaban siendo exorbitantes, o sencillamente porque el mercado no acude en grado suficiente a cubrir sus demandas en las subastas periódicas que convoca su Tesoro.

			Pero no existe una regla prefijada que determine cuándo se produce la situación límite. Son demasiados los interrogantes que esta crisis ha puesto encima de la mesa. ¿Con qué déficit público se produce esa situación límite? ¿Con qué deuda pública? ¿Qué porcentaje del PIB de pago de intereses es asumible en los Presupuestos? ¿Qué influencia tiene el déficit de balanza por cuenta corriente? ¿Es un factor decisivo la deuda externa neta de un país? ¿Hasta qué punto en una crisis financiera influye la situación de las entidades financieras? ¿Es una garantía de defensa o un riesgo contar con una moneda fuerte como el euro en una situación de crisis? ¿Qué influencia ejercen las agencias de calificación? ¿Quién influye en las agencias de calificación? ¿Es lícito y racional que los capitales se puedan mover con absoluta libertad en cualquier circunstancia? ¿Es imposible regular y evitar las operaciones especulativas de los inversores que apuestan a corto plazo y descapitalizan empresas y países?...

			Demasiadas preguntas, y no están todas. Y aunque los comportamientos de los seres humanos ante las realidades del dinero y las expectativas sobre ganar o perder se repiten a lo largo de la historia, cada crisis financiera grave presenta nuevas situaciones y muestra mutaciones en función de las condiciones en que se desarrolla y las respuestas que se adoptan.

			Está lejos de mi intención y de mi capacidad intentar responder a todas estas preguntas. Me limito, en esta tarea de revisión de nuestro pasado reciente, a contar los hechos y la interpretación que de ellos fui haciendo paso a paso. Y, eso sí, a hacerlo con la perspectiva que, ineludiblemente, otorga el paso del tiempo y el alejamiento de la primera línea de la responsabilidad política.

			¿Cuándo se puede considerar que se inicia la crisis griega? ¿Cuándo se puede entender que se produce el efecto contagio? ¿Por qué se produce ese efecto de contaminación desde Grecia a otros países de la zona euro?

			Repasemos lo sucedido en Europa desde finales del año 2009 hasta aquella segunda semana del mes de mayo de 2010.

			Grecia celebró elecciones generales el 4 de octubre de 2009, que dieron la victoria a Yorgos Papandréu, al frente del PASOK, el Movimineto Socialista Panhelénico. Con el cambio de Gobierno, Grecia transmitió a la Comisión que el déficit previsto para 2009 superaría el 12 por ciento.

			A finales de ese mes de octubre, los días 29 y 30 concretamente, se celebra un Consejo Europeo que, ni en sus conclusiones ni en el debate interno, aborda los posibles problemas de Grecia. Los temas centrales de aquella reunión fueron la preparación de la Cumbre de Copenhague sobre el cambio climático y la fase final del proceso de ratificación del Tratado de Lisboa. La situación económica se incorpora a las conclusiones a partir del epígrafe 27, lo que pone de manifiesto que por aquellas fechas no existía una percepción de urgencia sobre la situación económica o financiera de los países de la UE, ni tampoco sobre los potenciales problemas de deuda soberana de los países de la eurozona.

			En aquel periodo aún seguíamos en la Unión con la política de impulsar la recuperación económica y salir de la recesión. Como ya había algún dato alentador, el apartado relativo a la economía de las conclusiones arrancaba afirmando que «el marcado declive de la actividad económica europea se está deteniendo y se observa una estabilización de los mercados financieros y un aumento de la confianza», y se añadía que «la incipiente recuperación se ha de seguir de cerca y las políticas de apoyo no deben retirarse hasta que no se haya afianzado totalmente la recuperación». Y se mandataba a la Comisión para que en el Consejo de diciembre informase sobre las estrategias de salida de las políticas de estímulo, que los países de la UE presentamos a final de año, con planes de reducción del déficit, lo que se conoce como senda fiscal de consolidación.

			Los otros aspectos relativos a la acción económica de la Unión se ciñeron a la renovación de la Estrategia de Lisboa de 2020, que pasaría a denominarse Estrategia Europea para el Crecimiento y el Empleo, y que se aprobaría bajo la presidencia española en el primer semestre de 2010.

			Por otro lado, se mencionaban las dos propuestas legislativas (un Proyecto de Reglamento y un Proyecto de Decisión del Consejo) sobre la creación de la Junta Europea de Riesgos Sistémicos para la supervisión macroprudencial.

			La última referencia en el apartado económico insta «a realizar avances rápidos en materia de refuerzo del marco reglamentario para la prevención, la gestión y la resolución de las crisis financieras y en el desarrollo de un marco global a escala de la Unión Europea que permita una coordinación más estrecha de las políticas de estabilidad financiera, en consonancia con el programa de trabajo acordado por el Consejo el 20 de octubre de 2009».

			Incorporo aquí párrafos literales de las conclusiones del Consejo para demostrar que durante 2009 el objeto de debate, así como el seguimiento de la situación económica de la UE y, en particular, de la eurozona, pivotaba sobre dos temas:

			 

			1.   La recuperación económica a través de estímulos fiscales que sólo deberían retirarse una vez consolidada la salida de la crisis, acompañados de reformas estructurales.

			2.   El nuevo marco regulatorio del sistema financiero a escala europea, con más regulación, mejor supervisión y un mecanismo de prevención de las crisis financieras más eficaz.

			 

			Ni potenciales problemas de deuda pública, ni la conveniencia de abordar reformas de calado de la propia Unión Monetaria, tales como el Pacto de Estabilidad y Crecimiento, el semestre europeo, el Pacto por el Euro Plus, la Unión Bancaria, la Unión Fiscal..., y mucho menos eventuales instrumentos de ayuda financiera a los países de la zona euro. Nada de todo ello se atisbaba en 2009.

			No está de más recordar, en este sentido, que, a tan sólo cuatro meses de desencadenarse la crisis griega, la prima de riesgo del país heleno se situaba en los 194 puntos básicos de diferencial sobre el bono alemán. Nadie barruntaba a finales de ese año lo que iba a suceder sólo unos pocos meses después.

			Por su parte, la prima de riesgo de España estaba en ¡55! puntos básicos, es decir, en una muy cómoda posición. Para que nos hagamos una idea mediante comparaciones, setenta puntos básicos es la cifra habitual de Francia, y en torno a los cincuenta puntos básicos suele estar la prima de riesgo de la solvente Austria.

			Pero si ése era el clima en octubre de 2009, aún de calma, la situación no era muy diferente en diciembre de 2009, ya a las puertas del episodio griego, cuyas consecuencias nadie parecía anticipar.

			Merece la pena detenerse también en el desarrollo y las conclusiones del Consejo de diciembre de 2009, para recordar hasta qué punto Europa y el clima político económico general todavía estaban muy alejados de la forma en que se iban a suceder los acontecimientos pocas semanas después.

			De hecho, aquel Consejo tuvo como tema central el «bautizo» de los titulares de los nuevos cargos emanados del Tratado de Lisboa. El presidente del Consejo, una figura nueva, que en principio debería tener gran trascendencia, y la alta representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad. El 1 de diciembre había entrado en vigor el Tratado de Lisboa, y ese mismo día Herman Van Rompuy tomaba posesión de su puesto de presidente del Consejo Europeo, y Catherine Ashton del de alta representante de la Unión Europea para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad. Ambos habían sido «nominados» en un Consejo Europeo informal el 19 de noviembre.

			Precisamente, creo que el conocimiento de algunos hechos en relación con la elección de Van Rompuy y de Catherine Ashton puede ayudar a comprender muchas de las cosas sucedidas en Europa en los últimos años. Por esta razón, me animo a desvelarlos.

			Dirigir el Consejo Europeo, tener la capacidad de convocarlo y fijar el orden del día de sus reuniones, representarlo en su condición de institución europea con mayor poder político... supone tener una gran fuerza, tanta quizá como para dar un nuevo rumbo a la alambicada y tensa arquitectura de la Unión, donde los procesos de formación de la voluntad política suelen ser lentos y con un pulso político limitado.

			La propuesta de la candidatura de Van Rompuy fue en buena medida una sorpresa de última hora. Ciertamente, los líderes del Consejo conocíamos a Herman Van Rompuy, puesto que había sido primer ministro de Bélgica. Y lo había sido en circunstancias muy difíciles, dada la singularidad de ese país a la hora de elegir y mantener gobiernos. Su imagen para nosotros era la de un político serio y riguroso, pero no había dado señales de un gran liderazgo. De hecho, era un gran desconocido para la inmensa mayoría de la ciudadanía europea.

			Meses atrás, y en las semanas previas, habían circulado diversos nombres para hacerse cargo de la nueva e importantísima responsabilidad de presidir el Consejo. Algunos de ellos trascendieron a los medios de comunicación, cosa, por cierto, bastante frecuente tratándose de conversaciones «discretas» entre líderes políticos. Entre los nombres que aparecieron en los medios de comunicación se encontraban Felipe González y Tony Blair.

			Los dos tenían un poderoso perfil como líderes políticos europeos. Y los dos pertenecían a la familia socialdemócrata y contaban con gran proyección en la opinión pública internacional. Esos dos nombres no surgieron por casualidad. Cinco o seis meses antes, Nicolas Sarkozy me habló de la posible candidatura de Felipe González a la presidencia del Consejo. Como es fácil imaginar, la posible propuesta me pareció excelente.

			Felipe, además de compatriota y compañero, es un europeísta con credibilidad.

			La idea de Nicolas me pareció sincera y bien argumentada. Quería al frente de ese puesto un líder político con alto perfil y no un técnico más o menos moldeable. Quedamos en seguir hablando sobre el tema a medida que se acercara el momento de la designación. Le dije que, por supuesto, contaba con mi complicidad entusiasta y que haría alguna aproximación para conocer la opinión de Felipe, dado que intuía que si la propuesta llegase a cuajar podríamos encontrarnos con la resistencia del expresidente español a aceptar tal responsabilidad.

			Como es natural, procuré llevarlo con la máxima discreción. Creo recordar que sólo lo comenté con Alfredo Pérez Rubalcaba, porque su relación con Felipe me permitía evaluar las posibilidades de que aceptase.

			Tanteé a Felipe pero no hubo éxito, no estaba en sus planes asumir esa tarea, aunque siempre me quedará la duda de si hubiese aceptado en el último instante ante una propuesta unánime del Consejo.

			Con la misma discreción hice algún sondeo entre los líderes socialdemócratas del Consejo y, como era de esperar, su nombre suscitaba apoyos claros. Así ocurría con Sócrates, Papandréu y Werner Faymann, primer ministro austriaco. Y con Gordon Brown, si bien las conversaciones con el primer ministro británico tuvieron otro tono y alcance, dado que el nombre de Tony Blair también estaba encima de la mesa. Era lógico que éste fuese el candidato de Gordon Brown, pero el nombre de Felipe González le gustaba. La situación obligaba a que cada uno apoyase a su compatriota, pero también que tanto Felipe como Tony fuesen para cada uno de nosotros las segundas opciones en función de las circunstancias.

			Aproximadamente un mes antes de proceder al cónclave para elegir al presidente del Consejo, Sarkozy me habló de Tony Blair como opción. Mi posición fue de prudencia, ya que no había que dar por descartada la alternativa de Felipe González.

			Nicolas no me dio demasiadas explicaciones sobre la nueva candidatura, aunque sí volvió a utilizar la idea del liderazgo fuerte como muy conveniente para la UE.

			Al ver esta nueva propuesta, no le insistí en la de Felipe González, guardé silencio y decidí mantenerme a la expectativa, pues parecía evidente que el proceso para llegar a un consenso no iba a ser nada fácil.

			Llegué a hablar en dos ocasiones con Tony Blair sobre su posible candidatura. Como es natural, le transmití que si la hipótesis de Felipe no cuajaba, él contaría con mi apoyo.

			Mi relación con Tony Blair en los años que coincidimos en el Gobierno fue de menos a más, y en la última etapa consolidamos una muy buena sintonía y un aprecio recíprocos. Su generosa actitud a la hora de colaborar en el fin de ETA fue decisiva. Y, posteriormente, en el combate contra la crisis financiera, también colaboró conmigo en el análisis de la situación y en la gestión de la interlocución con el mundo financiero.

			Para mí, tanto Felipe González como Tony Blair hubiesen imprimido un ritmo político bien distinto al Consejo Europeo. No podemos estar seguros de si la respuesta a la crisis de la deuda hubiese sido distinta con alguno de los dos al frente de la máxima institución europea, pero podemos especular con ello.

			En algún momento, Nicolas Sarkozy me comentó la dificultad de la propuesta de Felipe, dada su condición de ciudadano de un país ibérico, teniendo en cuenta la misma condición del presidente de la Comisión. El argumento era verosímil, porque en el seno del Consejo siempre existe un cierto criterio de reparto geográfico. Además, Felipe ya había dado señales públicas de su no disponibilidad.

			En la recta final, sólo el nombre de Tony Blair tenía cierta fuerza. Era sostenido con vigor por Gordon Brown y contaba con la simpatía de los gobiernos socialdemócratas.

			A la hora de tomar la decisión, apareció un nuevo argumento que circulaba entre los gabinetes de los líderes políticos. Y que tenía un claro aroma partidista. Empezó a imponerse la idea de que el presidente del Consejo debería ser alguien del territorio ideológico del centro-derecha europeo. Y más concretamente del Partido Popular Europeo, ya que, se aducía, era la fuerza política mayoritaria tanto en el Parlamento Europeo como en el Consejo.

			No pongo en duda que este factor no influyera en la elección de Van Rompuy, miembro del Partido Popular Europeo. Pero en mi experiencia de casi ocho años en la intensa vida de la Unión Europea constaté que el registro partidista o de familia política no es uno de los prioritarios a la hora de la toma de decisiones. El interés nacional respectivo, o la mayor o menor vocación europeísta de los líderes o los países a los que representan, ejercen mucho mayor influencia que la adscripción a la familia política de quienes toman las grandes decisiones en el seno de la UE.

			Ya en los días previos al de la nominación del presidente del Consejo, el nombre de Van Rompuy aparecía en los medios de comunicación europeos. Y en los días previos al Consejo informal de noviembre recibí la llamada de Angela Merkel para confirmar que la propuesta era la de Herman Van Rompuy. Era la propuesta final franco-alemana, o quizá, más bien, la propuesta germano-francesa. Y aunque Gordon Brown insistió hasta el final sobre la candidatura de Tony Blair, la suerte estaba ya echada.

			Una vez más se ponía de manifiesto que el peso de los grandes de la UE y del euro se impone sin discusión. Como es natural, todos dimos nuestro apoyo a Van Rompuy, que hizo ticket con la británica Ashton, que asumía la tarea de alta representante de la Unión para la Política Exterior.

			Como España tenía la presidencia de turno a partir del 1 de enero de 2010, me iba a corresponder ser el primer presidente rotatorio en cohabitar con la nueva figura del presidente permanente del Consejo.

			Esta circunstancia me llevó de inmediato a mantener una estrecha relación de trabajo con Herman Van Rompuy, y debo decir que conservo de él una excelente opinión. Su comportamiento con España, y conmigo personalmente, fue siempre de disposición a ayudar y a colaborar. Buscaba hasta la extenuación el consenso en el seno del Consejo y tengo para mí que sus posiciones políticas son más europeístas que las decisiones que le tocaba acordar y defender después de tener que trabar pactos entre los gobiernos de la UE, a veces en el límite de lo agónico.

			Ahora bien, desde mi punto de vista, la elección de un líder belga, de perfil político limitado hasta ese momento, era un mensaje suficientemente significativo para dejar las cosas muy claras en el seno de la UE. Nadie como un belga puede representar el llamado eje franco-alemán. Y la lectura del perfil elegido era también muy clara.

			Por tanto, de algún modo el predominio de los gobiernos en el Consejo estaba llamado a mantenerse a pesar de la creación de la institución del presidente permanente.

			La propuesta fue de Alemania, y luego franco-alemana, como tantas veces, y así se dirimen las grandes cuestiones en el tablero político de la Unión.

			Si alguien de las características de Tony Blair (o él mismo) llega algún día a ser presidente del Consejo Europeo, puede que las cosas discurran de otra manera. ¿Más Europa y menos gobiernos nacionales? Es probable. ¿Podremos comprobarlo en el futuro? Es difícil.

			Volvamos a las conclusiones de aquel Consejo Europeo de finales de año, el último en el que los temas relativos a la deuda soberana no ocuparon casi monotemática y dramáticamente las discusiones, como ocurriría a partir de 2010:

			«La situación económica está comenzando a mostrar signos de estabilización y se está recuperando la confianza. Las previsiones indican una recuperación débil en 2010, seguida de un retorno a un mayor crecimiento en 2011. No obstante, subsiste la incertidumbre y la fragilidad, previéndose que la situación social y del empleo se deteriorará aún más en 2010. Por tanto, las políticas de apoyo a la economía deben seguir aplicándose, y ser retiradas únicamente cuanto esté plenamente garantizada la recuperación.» (Las cursivas son mías.)

			No parece que sea muy necesario añadir muchas consideraciones a estas conclusiones. Que las instituciones europeas y los veintisiete gobiernos de la Unión Europea afirmasen en diciembre de 2009 que se estaba recuperando la confianza y que las políticas de apoyo a la economía debían retirarse únicamente cuando estuviera plenamente garantizada la recuperación pone al descubierto, de manera inequívoca, lo inesperado y abrupto de los acontecimientos que estallarían a finales de abril y primeros de mayo.

			La UE no advertía ningún riesgo grave inmediato, y la mejor prueba es el epígrafe 11 de las conclusiones, que alentaba al Consejo a que prosiguiera sus trabajos sobre las estrategias de salida y a que presentara un informe, a más tardar en junio de 2010, tanto en el ámbito fiscal como en el financiero.

			Cuando se celebra ese Consejo de fin de año de 2009 (10 y 11 de diciembre), ya se conocía que el déficit público de Grecia en 2008 no había sido del 5 por ciento del PIB sino del 7,7 por ciento, y que el de 2009 superaría el 12 por ciento. Se lo había comunicado el nuevo Gobierno heleno a la Comisión.

			En la sesión del Consejo, el recién elegido primer ministro griego hizo un riguroso y transparente informe sobre la situación de la economía griega y especialmente sobre el estado de las cuentas públicas.

			El informe fue impactante, por desolador. Papandréu, además de exponer con crudeza la perspectiva del déficit y de la deuda pública, con cifras abultadísimas, narró toda una serie de singularidades de las Administraciones públicas griegas. No deseo dar detalles de las cosas que describió Papandréu sobre las pensiones, o en torno a los beneficios de los funcionarios, o a las dificultades de identificación de las propiedades públicas..., por respeto a él y a su país, que tanto sufrimiento está padeciendo a lo largo de la crisis. Yorgos Papandréu se ganó la confianza del Consejo con su seriedad y transparencia, pero su descripción provocó un impacto considerable en los líderes políticos europeos. Las caras de una buena parte de los jefes de Estado y de Gobierno expresaban estupefacción y a la vez una cierta compasión hacia el primer ministro griego.

			Pero, a pesar de la crudeza del relato griego, ni en el Consejo ni en la Comisión se encendieron las alarmas rojas. La situación se consideraba seria, pero parecía que existía una cierta confianza en que el nuevo Gobierno heleno fuera capaz de afrontar una política de transparencia, rigor y ajustes fiscales. De hecho, Papandréu presentó para 2010 unos presupuestos muy restrictivos, así como compromisos de lucha contra la evasión fiscal y una batería de reformas estructurales.

			Y lo cierto es que el 31 de diciembre de 2009 la prima de riesgo de la deuda griega estaba en 239 puntos básicos, aún muy alejada de la que alcanzaría el 7 de mayo de 2010 (965 puntos básicos).

			No está de más retener que el último día de 2009 la prima de riesgo de España estaba en 59 puntos básicos de diferencial con el bono alemán, es decir, estábamos en una cómoda posición que explica la relativa tranquilidad con la que asumí la situación del proceso de consolidación fiscal y de reducción del déficit, dado que los mercados y las agencias de calificación nos consideraban plenamente solventes.

			Mi gran preocupación, y la de todo el Gobierno, era, en aquel final de 2009, el paro. El año terminó con una tasa del 18,83 por ciento, aunque desde el segundo trimestre de 2009 hasta el 31 de diciembre sólo se había incrementado en un punto y medio. Se había contenido la hemorragia iniciada en la segunda mitad del 2008, que había continuado el primer trimestre de 2009, y que había supuesto un incremento de la tasa de paro de siete puntos y medio.

			Sin duda, el Plan E y la ingente inversión pública habían frenado la brutal destrucción de empleo, y, como los datos que conocíamos sobre la evolución del PIB apuntaban a que saldríamos de la recesión en el primer trimestre de 2010, albergábamos una cierta esperanza de que 2010 tuviese una perspectiva más favorable para las expectativas económicas, sociales y políticas.

			Mi composición de lugar era que si mantenía la capacidad de gasto público con volumen suficiente, aunque menor que en 2009, seguiríamos garantizando una amplia cobertura de protección social, con las prestaciones por desempleo ampliadas mediante la nueva prestación (el PRODI) y con el mantenimiento de todas las políticas sociales ampliadas. De esta manera, y aunque la economía necesitase aún de un tiempo para tener el vigor de crear empleo, podía asegurarse una fuerte cohesión social, que sirviera de dique de contención a la desafección ciudadana hacia lo público y sus instituciones, y hacia la democracia y sus representantes.

			De hecho, las expresiones de desafección no se produjeron prácticamente hasta la irrupción del movimiento de mayo de 2011, con el impactante 15-M. Y los problemas económicos de las familias más afectadas por la crisis no se empezarían a tornar angustiosos hasta 2011. Ya en 2012 la crisis habrá impactado de forma muy generalizada en los ciudadanos y, en particular, en una parte de la clase media que venía sufriendo la situación de la crisis de una forma que era inimaginable apenas tres años antes.

			En el Consejo de diciembre de 2009, y a pesar de la intervención de Yorgos Papandréu, existió una cierta tranquilidad. Para mi Gobierno se iniciaba un tiempo de gran responsabilidad y trabajo, ya que nos correspondía ejercer la presidencia rotatoria de la UE a partir del 2 de enero de 2010. Una presidencia que, claro está, debía pivotar sobre la economía.

			El objetivo expresado públicamente por mí, tanto en el Parlamento de España como en el Parlamento Europeo, y también ante la prensa europea, era avanzar en la gobernanza económica, dar pasos políticos sustanciales para que la unión económica no fuese sólo el mercado común y la moneda compartida. Este proyecto aparecía ya como una necesidad vital para la Unión antes de la crisis de la deuda de los países periféricos. Pero hasta la irrupción de la crisis de la deuda no hubo, salvo en dos cuestiones relativas al sistema financiero, un sentimiento de necesidad de nuevas estrategias, nuevas reglas y nuevas exigencias para las políticas económicas, más allá de ese método de la coordinación abierta, cuyo resultado ya se había demostrado como un fiasco en la Estrategia de Lisboa. De ahí que la nueva versión de esta estrategia, bautizada como Estrategia 2020, buscara un nuevo método de gobernanza.

			Pero en 2009 la ambición europea no iba más allá. Y se puede comprobar, una vez más, en las conclusiones del Consejo de diciembre. Los desafíos estructurales a los que se enfrentaba la Unión se pensaban abordar con una nueva Estrategia de Lisboa. Aunque en el debate de aquel Consejo, al hilo del intercambio de opiniones sobre la primera aproximación a esa nueva Estrategia de Lisboa, advertí un cierto cambio de tono.

			De manera todavía tímida, se empezaba a abrir la posibilidad de debatir sobre el «gobierno económico europeo», lo que apuntaba a una mayor cooperación y una mejor coordinación de las políticas económicas estatales. El cambio de tono provenía de la canciller Merkel, hasta ese momento bastante fría respecto a la apertura de esa posible nueva etapa en la unión económica, más allá de la reforma del sistema financiero y una Estrategia de Lisboa reforzada, así como de la incorporación de una dosis más exigente en el Pacto de Estabilidad y Crecimiento.

			Al inicio de 2010, el cuadro de la situación de nuestros principales datos económicos ofrecía el siguiente panorama: 

			 

			[image: quadre.jpeg]   Crecimiento: 2009 se iba a cerrar con una caída anual de la actividad del 3,9 por ciento, algo inferior a la media de la UE (que caería un 4,3 por ciento). Pero el último trimestre la caída ya se había detenido con un cero por ciento de evolución intertrimestral.

			[image: quadre.jpeg]   Paro: como ya he indicado, la tasa de paro se situaba en el 18,83 por ciento. Suponía en torno al doble de la media europea.

			[image: quadre.jpeg]   Desequilibrios estructurales: el principal desequilibrio que la economía española acumuló desde 1997 a 2007 fue el déficit de la balanza por cuenta corriente (diferencia entre la inversión que realiza un país y su ahorro interno). En 2007 el déficit alcanzó un máximo del 10 por ciento. En 2009 el déficit se situó en el 5,4 por ciento.

			[image: quadre.jpeg]   Inflación: el diferencial de inflación durante el año 2009 fue negativo para nuestro país en 0,6 puntos, lo que hizo mejorar la competitividad de la economía.

			[image: quadre.jpeg]   Déficit público: 11,2 por ciento, muy abultado, como consecuencia de la bajada abrupta de ingresos, del juego de los estabilizadores automáticos y del esfuerzo anticíclico en inversión pública.

			[image: quadre.jpeg]   Deuda pública: 55,2 por ciento del PIB, veinte puntos por debajo de la media europea. Los intereses de la deuda pública se situaban en el 1,8 por ciento, inferior a los de Alemania (2,7 por ciento), Francia (2,8 por ciento) e Italia (4,7 por ciento). Este dato del gasto anual por el pago de intereses de la deuda fue, junto al volumen de deuda pública sobre el PIB, fundamental para mí. Entendía que me daba un margen. Insistía en él continuamente ante inversores, líderes políticos y periodistas. Muchos de ellos lo desconocían.

			 

			La buena situación del Tesoro explicaba que, hasta el 19 de enero de 2009, España tuviera reconocida la triple A de las agencias de calificación. En esa fecha Standard & Poor’s nos rebajó un escalón el rating. Para Fitch y Moody’s, España merecía la misma calificación que Estados Unidos, Alemania, Francia, el Reino Unido, Canadá o los Países Bajos. Fitch y Moody’s aclararon, el 9 y 10 de febrero respectivamente, por qué mantenían la triple A. El argumento fue coincidente: el margen fiscal de nuestro país, dado el punto de referencia del porcentaje de deuda pública sobre PIB. Ese amplio margen, aunque deteriorado por los déficits recientes, seguía existiendo, puesto que la ratio de deuda pública era significativamente menor que la de la media europea.

			De igual forma, la Comisión Europea valoró positivamente tanto los Presupuestos de España para 2010 como el Plan de Consolidación Fiscal, actualizado con el Programa de Estabilidad 2009-2013.

			Éste era el mapa de nuestras fortalezas y de nuestras debilidades cuando se produjo, de manera traumática, en los primeros meses de 2010, la eclosión de la crisis de la deuda soberana de diversos países de la zona euro, incluido el nuestro.

			 

			 

			El calvario griego

			 

			Pero el mes de enero anunciaría ya los síntomas de una nueva situación. Síntomas muy evidentes en el caso de Grecia y aún muy tenues para otros países de la eurozona.

			El 28 de enero el diferencial de la prima de riesgo griega sobre el bono alemán alcanzaba los 396 puntos básicos, una cifra que entonces empezó a resultar muy llamativa.

			En diciembre las agencias de calificación ya habían degradado la solvencia del país heleno. El 24 de diciembre Atenas aprobó el presupuesto para 2010 con el objetivo de reducir el déficit público desde el 12,7 por ciento del PIB en 2009 al 9,1 por ciento en 2010, y el 5 de enero el Gobierno anunció nuevas medidas para reducir el déficit hasta situarlo por debajo del 3 por ciento del PIB en tres años, de acuerdo con el Pacto de Estabilidad.

			El 12 de enero un informe de la Comisión acusa a Grecia de irregularidades en el envío de datos fiscales a Bruselas. La constatación de la falsificación de los datos griegos fue un durísimo golpe a la credibilidad del país heleno y de toda la UE. El 15 de enero Grecia presenta a Bruselas un programa de austeridad para llevar el déficit del 12,7 al 2 por ciento en 2013, y el 3 de febrero la Comisión aprueba el Plan de Austeridad Griega, con una vigilancia reforzada de éste.

			Durante ese primer mes de 2010 se sucedieron las declaraciones públicas y los contactos entre los gobiernos de la zona euro y las instituciones comunitarias. El debate sobre la improbable capacidad de Grecia para financiarse monopolizaba la atención de la opinión pública europea. Pero las alternativas a esa temible hipótesis, que cada vez era más verosímil, provocaban la desorientación y la división en el seno de la Unión.

			Abierta en canal la posibilidad de una ayuda financiera a Grecia, las posiciones durante el mes de enero y febrero generaron enfrentamientos, desconcierto y, lo que en mi opinión era más grave, el deterioro ante el mundo de la imagen de la moneda común. Comenzaba a ponerse de manifiesto, a medida que se espesaban las dudas a propósito de Grecia, que lo que se compartía no tenía acaso la consistencia necesaria para que la Unión inspirase credibilidad y solvencia.

			La situación de Grecia originó distintos debates a medida que la evolución del país heleno fue empeorando.

			En una primera fase se dirimió si, a la luz de los tratados, un país de la zona euro podía recibir ayuda financiera del resto de los Estados.

			Durante casi dos meses, Alemania, Holanda y Finlandia sostuvieron que los artículos 123 y 125 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE) no permitían instrumentar ayudas financieras. Frente a esta interpretación, las instituciones comunitarias mostraban una actitud más flexible y otros gobiernos europeos, entre ellos España, esgrimíamos la necesidad de fortalecer la unidad de la zona euro y, por tanto, éramos favorables a la ayuda a Grecia si ésta fuese necesaria.

			En este clima hablé con Papandréu en varias ocasiones durante aquellas semanas. Me confesó su disgusto ante las actitudes de algunos países europeos.

			Papandréu defendía entonces con orgullo que su país podría solventar la situación por sí mismo y, en la medida que advertía más resistencias en los socios europeos, más se enrocaba en no plantearse pedir ayuda. De hecho, la reunión extraordinaria de febrero de jefes de Estado y de Gobierno de la eurozona terminó con un extraño comunicado que evidenciaba la tensión vivida y la necesidad de transmitir a la opinión pública la imagen de un acuerdo mínimo, aunque las tensiones y las diferentes visiones ante el problema de financiación de la deuda griega eran tan evidentes en las declaraciones de los líderes y los gobiernos de la UE que eran imposibles de ocultar.

			Las posiciones dominantes en la eurozona partían de la idea de que los problemas de un país con la financiación de su Tesoro eran responsabilidad exclusiva suya. El argumento principal era jurídico, y se amparaba, como decíamos anteriormente, en la interpretación literal de los tratados y, en concreto, de los preceptos 123 y 125 del TFUE. Pero, en el fondo, la razón era política, muy política. Alemania, con el apoyo de los países con mejor salud fiscal y con una mejor balanza por cuenta corriente, entendía que no podía ayudar a alguien que no había sido prudente en su endeudamiento. Y que si se produjera esa ayuda, se instalaría un precedente peligroso para todos los países que en el futuro pudieran encontrarse en situaciones parecidas. Sería un «incentivo» para no cumplir los requisitos del Pacto de Estabilidad y Crecimiento. En definitiva, estaríamos ante el llamado «riesgo moral».

			Acompañaba a esta posición dominante la invocación a un supuesto acuerdo histórico implícito en la fundación del euro y, yendo más allá, en la historia de la UE, tras la caída del Muro de Berlín y la reunificación alemana.

			Digamos que ese gran pacto histórico habría consistido en que Europa aceptaba la reunificación alemana, que convertiría nuevamente a este país en una superpotencia y que, por su parte, Alemania reafirmaría su compromiso europeo renunciando al marco y «transfiriendo» su poderío económico a la UE con la asunción del euro. Esto implicaba una política monetaria común, con un modelo del BCE a imagen y semejanza del Bundesbank. Un banco central para el control de la inflación y nada más. Porque Alemania consideraba que ya «contribuía» bastante a la Unión con el euro y con su aportación al presupuesto comunitario como principal contribuyente neto de la Unión.

			Desconozco si existió ese pacto histórico implícito en los años noventa. Dudo que hoy nadie, ni siquiera los líderes políticos que fraguaron el euro en el Tratado de Maastricht, pudiese confirmar o desmentir ese gran acuerdo.

			Los procesos de negociación y acuerdo político en Europa no tienen, no pueden tener, un significado tan unívoco, tan explícito. La conjunción de intereses nacionales e intereses europeos, el peso de la coyuntura política en cada país, de las diferencias ideológicas de los gobiernos y, muchas veces, de la personalidad de los líderes, componen un mosaico en el que no es fácil identificar una idea fuerza como expresión única y decisiva de un pacto.

			Más bien ocurre lo contrario, que el resultado final y los motivos que lo impulsan provienen de energías que se superponen y a veces se yuxtaponen. Por ello, no es fácil elucidar, con la precisión y claridad que desearían los historiadores o los economistas, los hechos que marcan la evolución de la UE.

			En la medida en que la promesa de unión europea se fue convirtiendo en algo consustancial a nuestras vidas, la capacidad de resolución o de determinación de los gobiernos nacionales fue debilitándose. La promesa europea ha sido la paz democrática, la unión económica, el mercado común e incluso el euro. Y para hacer avanzar esa promesa de un modo gradual, sin reemplazar de golpe a las soberanías nacionales, se ha ido recurriendo a una sucesión de expedientes que han ido dando respuesta a los retos de la economía mundial, ya fueran comerciales o derivados de la situación monetaria internacional, especialmente ante el fenómeno de la globalización.

			El último gran acto político de Europa fue la apertura de la Unión a los países del Este, tras la caída del Muro de Berlín. Esa decisión no fue tamizada por un cálculo de coste-beneficio. Había que abrir la puerta de la historia a los países que habían sufrido el autoritarismo después de la segunda guerra mundial bajo la influencia de la Unión Soviética. Y así se hizo. Europa abrió las compuertas al torrente de la historia que suponía la caída del Muro de Berlín, pero esas aguas caudalosas alteraron las remansadas aguas europeas. Por un lado, la identidad europea, una identidad supranacional y, por tanto, débil, se diluía en la integración de países con un ADN bien distinto que, además, refundaban sus límites territoriales y sus proyectos como naciones democráticas. Por otro, la gobernabilidad de una Europa con veintisiete países se hacía aún más compleja. Y, además, la caída del Muro de Berlín abrió una etapa inevitable de predominio del paradigma económico neoliberal, con una clara orientación en favor de la desregulación, de la libertad absoluta del movimiento de capitales, de la economía financiera..., y una alergia a todo lo que sonara a políticas intervencionistas. Baste recordar lo extendida que estaba la idea de que la mejor política industrial es la que no existe.

			En paralelo, el Estado de bienestar empezó a verse más como un problema para Europa que como la gran solución del continente. De manera más o menos consciente, se impuso el «programa máximo» neoliberal. Y, como suele ocurrir cuando se imponen los programas máximos, los equilibrios entre la política y la economía se rompen antes o después.

			Si hago estas consideraciones es para ir hilando las reflexiones que me han llevado a mí mismo a encontrar una explicación a la falta de decisión política mostrada por la Unión ante lo vivido en los primeros, decisivos, meses de 2010. Veníamos de un tiempo de fatiga europea, como ya habían puesto de relieve las vicisitudes sufridas en el proceso de aprobación del Tratado de Lisboa, que iba a ser una Constitución para Europa. Precisamente, cuando estábamos culminando con más pena que gloria ese proceso, irrumpió la crisis de la deuda soberana de la zona euro. Es como si tuviéramos que enfrentarnos a una maratón después de casi no haber podido superar una media maratón.

			En efecto, Europa no parecía estar, a principios de 2010, para grandes retos. Sólo había habido un fugaz rayo de esperanza al inicio de la crisis, en octubre de 2008. En París, en la Cumbre del Elíseo, cuando pareció que la grandeur del país galo, acentuada por la sensación de dramatismo compartida que provocaba el desplome de las grandes instituciones financieras, se podía transmutar en una suerte de grandeur europea. Pero más adelante veremos que aquel desembarco de los aliados europeos para hacer frente a la crisis financiera, con una respuesta común, valiente y solidaria, aquella primera etapa llena de vigor y determinación, donde la voluntad de regular y controlar a los mercados financieros parecía firme..., se convirtió en un espejismo.

			Era como si la fuerza europea, la que había, se hubiera agotado durante 2008 y 2009. Y, a partir de 2010, el espíritu de unión y de solidaridad no pudiera sino ceder ante los requerimientos nacionales.

			Éste es el escenario que se dibujaba en ese decisivo primer trimestre de 2010.

			Conviene recordar que durante los meses de enero y febrero el debate parecía orientarse en la dirección de no ayudar a Grecia y que, si fuese necesario, actuase el FMI. Esta posición, defendida por los países centrales de Europa, suponía de facto una abdicación vergonzosa de la responsabilidad compartida que supone el euro y, más allá, la UE en su conjunto.

			Como ya he señalado, el 29 de enero Grecia tenía un diferencial de 396 puntos básicos sobre el bono alemán, pero no fue hasta el 11 de febrero, después de semanas de tensiones y esperas, cuando los jefes de Estado y de Gobierno abordaron por primera vez la situación de Grecia en una reunión monográfica.

			La reunión fue descorazonadora. Papandréu se esforzó en pedir comprensión, más que ayuda. Recriminaba las declaraciones y mensajes que abundaban en la idea de soledad de su país. Insistió en que las duras decisiones que estaba tomando (subidas de impuestos, recorte de los salarios públicos, etc.) merecían más apoyo por parte de todos los gobiernos de la eurozona y de las instituciones europeas. Consideraba que el pueblo griego no merecía pagar las consecuencias de la gestión del Gobierno conservador que precedió al suyo. Y, con un gran afán de mantener el orgullo de país, dijo que no pediría ayuda de momento, que intentaría seguir acudiendo a los mercados y que, vista la actitud europea, se plantearía en su caso pedir ayuda al FMI.

			En aquella reunión del 11 de febrero mantuve una actitud combativa en favor de Grecia. Aduje que sería incomprensible que un país de la zona euro tuviese que recurrir al FMI, ya que suponía tanto como decirle al mundo que Europa era incapaz de ayudarse a sí misma, incapaz de mostrarse unida, incapaz de ser solidaria. Una Europa así no podía merecer la confianza de los mercados ni de la comunidad internacional.

			Era cierto, no obstante, que los datos de Grecia eran alarmantes y que los anuncios de las medidas de austeridad del Gobierno griego eran como fuegos artificiales porque se ponían en cuestión desde dentro de la propia Europa. Y que los antecedentes de Grecia inducían a la sospecha. Pero la sensación que comenzaba a extenderse entre inversores y analistas era la de la incapacidad de la zona euro para atajar un problema grave de deuda de un país que no representaba más del 2 por ciento del PIB de la eurozona.

			En la reunión del 11 de febrero ya se hicieron patentes las visiones tan opuestas que se descubrían en torno a la Unión Monetaria y Económica. La declaración que se aprobó es todo un reconocimiento de la situación que se vivía entre los países del euro. Un triste reconocimiento. Y escondía, o intentaba esconder, la amarga sensación que se había vivido en la citada reunión.

			Detengámonos un momento en esa declaración. Lo primero que podía llamar la atención era su brevedad. Apenas cinco párrafos, sin que se intentase un mínimo análisis común sobre la situación en los mercados. Ni siquiera un mensaje de apoyo al pueblo griego ante las dificultades que atravesaba.

			Si fue tan breve es porque era muy difícil ponerse de acuerdo. Si fue fría es porque el clima no era de solidaridad. Y, lo que es peor, si fue inútil es porque no se abordó a fondo la situación ni la respuesta de alcance que exigía.

			El arranque y el final de la declaración, que, a la postre, marcarían todo el enfoque europeo de la crisis de deuda pública, son una buena síntesis de cómo se afrontaron desde un principio los problemas de la deuda griega.

			Porque la primera afirmación es un «recordatorio» de la responsabilidad compartida por las diversas políticas nacionales en relación con la estabilidad económica y financiera de la zona. Pero nada se dice de la responsabilidad común o solidaria. Tan sólo en el último párrafo se afirma que «los miembros de la zona actuarán de forma resuelta y coordinada, si es necesario, a fin de preservar la estabilidad financiera de la zona euro en su conjunto».

			Algunos, con escaso éxito, propusimos que el primer párrafo contuviera un pronunciamiento contundente de toda la zona euro en apoyo a Grecia. Una especie de férreo compromiso político para despejar las crecientes dudas en torno a cómo se iba a responder ante los mercados si la situación griega se seguía deteriorando. Pero el objetivo de la posición mayoritaria era otro: era dejar claro que el problema de Grecia era griego y ante todo griego. Y dicho así, ante el mundo, estábamos incitando a que el problema griego fuese mayor y que desbordara las fronteras del país heleno para penetrar poco a poco en buena parte de la eurozona.

			Y no deja de ser significativa también la referencia, claramente innecesaria, al FMI, para «aprovechar» los conocimientos técnicos del organismo internacional. La invocación al FMI venía a ser un anuncio de que el citado organismo desempeñaría un papel clave en un hipotético proceso de ayuda a Grecia. A pesar de la inicial oposición de la Comisión al reconocimiento de ese eventual papel, la mención se incluyó.

			Y tampoco resulta indiferente en el texto que analizamos la referencia al Banco Central Europeo. A éste se le encomienda que esté en contacto con la Comisión en el estrecho seguimiento de la ejecución de las recomendaciones dirigidas a Grecia para el cumplimiento de sus compromisos en orden a la reducción del déficit. Se atribuye, pues, ya al BCE una función —que posteriormente se consolidaría en los «procesos» de rescate— de examinador y vigilante integrante de la famosa troika que evalúa los planes de los países con programas de ayuda. Hay que hacer notar que esta función del BCE no aparece en los tratados en vigor. Personalmente, no veo injustificado que el BCE cumpla esta misión, pero es llamativo que en este caso nadie invocase un cumplimiento de los tratados...

			El comunicado se cerraba con una frase que daba lugar a múltiples interpretaciones: «Grecia no ha solicitado ayuda financiera». Y, aunque es cierto que esta afirmación se recogió a modo de concesión a Papandréu para intentar trasladar la idea de que Grecia aún podía, ese final del comunicado se iba a interpretar más bien como la prueba de la imposibilidad de llegar a un acuerdo que comprometiese una ayuda en condiciones al país heleno. Y, para ser claro, mi sensación en aquella cumbre fue que se quería eludir como fuera un plan de apoyo a Grecia. Para ello se buscaron argumentos de variada índole: legales (los tratados lo impiden), políticos (el principio de responsabilidad nacional) o económicos (si los países no aplican estrictos programas de consolidación fiscal, los mercados no nos creerán). Ya quedaba muy claro —recuerdo haberlo pensado entonces— que la ayuda a Grecia iba a ser un largo calvario.

			Aun así mantuve la esperanza de que, en última instancia, ante un agravamiento de la situación y ante las apelaciones de la Comisión y de un buen número de países —desde luego de España bajo mi representación—, el espíritu europeísta provocara una reacción de compromiso solidario y eficaz, aunque para ello hubiera que asomarse al abismo. Entre los factores que alimentaban en mí esa esperanza estaba la posición de Francia, que, en la práctica, es el país que ejerce mayor influencia en la todopoderosa Alemania.

			El comunicado se aprobó cogido por alfileres y, como era previsible, dado su contenido, no dio resultado ante los mercados. El diferencial de Grecia y las bolsas europeas recibieron el mensaje con decepción.

			Y es que su ambigüedad no despejaba los interrogantes que planeaban sobre los líderes de la zona euro: ¿habrá ayuda o rescate a Grecia? ¿Con qué cantidad de dinero? ¿Con qué condiciones? ¿Se aprobará en los Parlamentos nacionales?

			Las declaraciones posteriores a la cumbre intentaron transmitir ese mensaje de apoyo a Grecia. Así, Merkel afirmó que no dejaríamos caer a Grecia, y Sarkozy dijo: «Grecia no está sola», pero ninguna concreción más, ningún compromiso importante.

			Los responsables políticos sentimos una cierta obligación de transmitir tranquilidad, sobre todo en los momentos de zozobra. Pero creo que todos los líderes europeos teníamos una especie de miedo a lo desconocido. En soledad, en las reuniones sin publicidad, en los momentos de sinceridad..., dudábamos de nuestra capacidad para prever los acontecimientos en la medida suficiente como para ofrecer a las opiniones públicas respectivas las respuestas que legítimamente esperaban de nosotros. No teníamos seguridad sobre qué esperaban los bonistas, si más rigor o más solidaridad. Si más austeridad o más políticas expansivas.

			Ese adversario sinuoso que es el mercado también reacciona de forma imprevisible y, como hemos visto en la crisis de la deuda, pasa de la confianza a la huida por simples declaraciones públicas de líderes políticos.

			Es importante destacar que en la primera cumbre sobre Grecia, la que abrió las compuertas a la crisis de deuda pública de la zona euro, no estaba encima de la mesa la posibilidad de un riesgo cierto de contagio a otros países del euro.

			No digo que no se contemplase como posibilidad, pero no parecía probable. Es verdad que, durante el mes de enero, la prima de riesgo de España se había incrementado en 32 puntos básicos. Pero el último día de febrero estábamos en 76 puntos sobre el bono alemán, y tampoco marzo fue un mes negativo: empezamos en 71 puntos y cerramos el día 31 en 72, una cifra razonable que no permitía barruntar síntomas de contagio.

			Abril marcó un cierto incremento de la presión, ya que el diferencial se elevó en 29 puntos; pero los 101 de diferencia con que terminamos el mes tampoco hacían suponer que las alarmas se fueran a encender, teniendo en cuenta que ya se había desencadenado el proceso de ayuda a Grecia. El mes de mayo ya arrojó síntomas de un mayor grado de preocupación, dado que nuestra prima de riesgo se incrementó en ese mes en 63 puntos, hasta llegar el día 31 a los 160, que era la más alta desde el inicio de la crisis. De esa cifra sólo bajamos ocasionalmente, coincidiendo con la publicación de las pruebas de resistencia de las entidades financieras en el mes de julio de 2010.

			Grecia solicitó ayuda formalmente el 23 de abril, casi un mes después de la reunión de líderes del Eurogrupo del 24 de marzo, en la que, por primera vez, después de semanas de dudas, incertidumbres y contradicciones, se abrió la puerta, a la ayuda financiera a Grecia. Más bien se entreabrió esa puerta, y no sería la última barrera que la zona euro se ponía a sí misma para afrontar la inestabilidad de los mercados y la zozobra general que se padecía en Europa.

			El contenido de la declaración de los líderes del Eurogrupo cambió de manera significativa respecto a la del 8 de febrero, que había resultado, a tenor de la reacción de los mercados, un intento fallido. Y, como veremos también, las decisiones del 25 de marzo no contuvieron el desplome de los mercados ni la creciente tensión sobre la prima de riesgo helena, que en abril se iba a extender de manera clara a otros países de la eurozona.

			La declaración cambia el tono y el orden de los compromisos. Así, la primera afirmación ya no es una exigencia a Grecia, sino la voluntad de actuar de manera resuelta y coordinada para salvaguardar la estabilidad financiera de la zona euro en su conjunto. Decía el texto: «Como parte de un conjunto de medidas, que comprende una financiación sustancial procedente del FMI y una financiación mayoritaria europea, los Estados miembros de la zona del euro están dispuestos a contribuir a préstamos coordinados bilaterales», y se añadía que «todo desembolso con cargo a los préstamos bilaterales sería decidido por unanimidad por los Estados miembros de la zona euro, estaría supeditado a una condicionalidad estricta y se basaría en una evaluación efectuada por la Comisión Europea y el Banco Central Europeo».

			Este acuerdo refleja muy bien las tensiones y las dificultades que Europa ha vivido para llegar a un plan de ayudas creíble y con un respaldo sólido y eficaz ante los mercados.

			Grecia estaba ya muy cerca de no poder afrontar los compromisos de refinanciación de su deuda. Sus emisiones a largo y a corto plazo se cubrían con tipos de interés altísimos y, sin embargo, la zona euro aún mostraba más dudas que certezas, más disensiones que compromisos.

			El acuerdo de ese primer plan, sobre el que los ministros de Economía habían «hablado» el día 15 de marzo sin precisar detalles, fue un auténtico «salvar la situación», un «esto es todo lo que podemos dar para unos» y un «es todo lo que podemos conseguir para otros».

			Pero la sombra de la debilidad europea se proyectaba sobre el conjunto de la declaración.

			Acudir al FMI, establecer préstamos bilaterales, el requisito de la unanimidad..., todo ello suponía «deseuropeizar» la solución, reconocer nuestras limitaciones y mostrar todos los flancos débiles de la arquitectura de la eurozona al mundo inhóspito de los mercados.

			Los mercados, con tendencia a la euforia en la bonanza y a la dramatización en la crisis, se percataron en efecto de lo débiles que eran nuestros flancos y prepararon el ataque que sufrimos en los primeros días de mayo.

			Y debo decir, no obstante, que aquel acuerdo me pareció entonces un avance. A muchos, incluidos el presidente del Consejo y el de la Comisión, no nos gustaba la entrada en juego del FMI ni el método de los préstamos bilaterales, pero sabíamos cómo eran las posiciones de algunos países, especialmente de Alemania, siempre flanqueada por Holanda y Finlandia.
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